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COMISIONES DE PRESUPUESTO Y HACIENDA,
DE OBRAS PUBLICAS

Y DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR

Impreso el día 1º de octubre de 2003
Término del artículo 113: 10 de octubre de 2003

SUMARIO: Plazo para la renegociación de los con-
tratos de obras y servicios públicos según ley
25.561, de Emergencia Pública y de Reforma del
Régimen Cambiario. Extensión del mismo hasta el
31 de diciembre de 2004. (131-S.-2003.)

I. Dictamen de mayoría.
II. Dictamen de minoría.
III. Dictamen de minoría.

I

Dictamen de mayoría

Honorable Cámara:

Las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de
Obras Públicas y de Defensa del Consumidor han
considerado el proyecto de ley en revisión por el
que se dispone la extensión hasta el 31 de diciem-
bre de 2004 del plazo para la renegociación de los
contratos de obras y servicios públicos según ley
25.561, de emergencia pública y de reforma del régi-
men cambiario; y, por las razones expuestas en el
informe que se acompaña y las que dará el miembro
informante, aconseja su aprobación.

Sala de las comisiones, 23 de septiembre de 2003.

Carlos D. Snopek. – Elsa H. Correa de
Pavón. – Hugo D. Toledo. – Dante
Elizondo. – Stella M. Córdoba. – Julio
C. Gutiérrez. – José O. Figueroa. –
Diego Santilli. – María del Carmen
Alarcón. – Darío P. Alessandro. –
Mónica S. Arnaldi.  – Manuel J.
Baladrón. – Daniel A. Basile. –
Marcela A. Bianchi Silvestre. – Héctor
J. Caballero. – Nora A. Chiacchio. –
Luis F. J. Cicogna. – Víctor H. Cisterna.

– Juan C. Correa. – Alberto A. Coto. –
Zulema B. Daher. – Eduardo R. Di
Cola. – Jorge A. Escobar. – Teresa H.
Ferrari de Grand. – Pablo A.
Fontdevilla. – Rodolfo A. Frigeri. –
Arnoldo Lamisovsky. – Elsa Lofrano. –
Alicia I. Narducci. – Jorge A. Obeid. –
Blanca I. Osuna. – Marta Palou. – Inés
Pérez Suárez. – Ricardo C. Quintela. –
Irma Roy. – Fernando O. Salim. – Juan
M. Urtubey.

Disidencia parcial:
Rafael A. González. – Mario A. H. Cafiero.

– Guillermo M. Cantini.

Disidencia total:
Martínez Raymonda.

Buenos Aires, 21 de agosto de 2003.

Al señor presidente de la Honorable Cámara
de Diputados de la Nación.

Tengo el honor de dirigirme al señor presidente,
a fin de comunicarle que el Honorable Senado, en
la fecha, ha sancionado el siguiente proyecto de ley
que paso en revisión a esa Honorable Cámara:

El Senado y Cámara de Diputados,…

Artículo 1° – Dispónese la extensión hasta el 31
de diciembre de 2004 del plazo para llevar a cabo la
renegociación de los contratos de obras y servicios
públicos dispuesto por el artículo 9° de la ley 25.561.
Dicha renegociación podrá abarcar a determinados
sectores de servicios públicos o a determinadas
contrataciones en particular.
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Art. 2° – Las decisiones que adopte el Poder Eje-
cutivo nacional en el desarrollo del proceso de
renegociación no se hallarán limitadas o condicio-
nadas por las estipulaciones contenidas en los mar-
cos regulatorios que rigen los contratos de conce-
sión o licencia de los respectivos servicios
públicos.

Las facultades de los entes reguladores en mate-
ria de revisiones contractuales, ajustes y adecua-
ciones tarifarias previstas en los marcos regulatorios
respectivos, podrán ejercerse en tanto resulten com-
patibles con el desarrollo del proceso de renegocia-
ción que lleve a cabo el Poder Ejecutivo nacional
en virtud de lo dispuesto por el artículo 9° de la ley
25.561.

Art. 3° – Los acuerdos de renegociación podrán
abarcar aspectos parciales de los contratos de con-
cesión o licencia, contemplar fórmulas de adecua-
ción contractual o enmiendas transitorias del con-
trato, incluir la posibilidad de revisiones periódicas
pautadas así como establecer la adecuación de los
parámetros de calidad de los servicios.

En caso de enmiendas transitorias, las mismas
deberán ser tenidas en consideración dentro de los
términos de los acuerdos definitivos a que se arri-
be con las empresas concesionarias o licenciatarias.

Art. 4° – El Poder Ejecutivo nacional remitirá las
propuestas de los acuerdos de renegociación al Ho-
norable Congreso de la Nación, en cumplimiento de
la intervención de la Comisión Bicameral de Segui-
miento prevista por el artículo 20 de la ley 25.561.

Corresponderá al Honorable Congreso de la Na-
ción expedirse dentro del plazo de sesenta (60) días
corridos de recepcionada la propuesta. Cumplido di-
cho plazo sin que se haya expedido, se tendrá por
aprobada la misma. En el supuesto de rechazo de la
propuesta, el Poder Ejecutivo nacional deberá re-
anudar el proceso de renegociación del contrato res-
pectivo.

Art. 5º – Las disposiciones de la presente ley en
ningún caso autorizarán a las empresas contratis-
tas o prestadoras de servicios públicos, a suspen-
der o alterar el cumplimiento de sus obligaciones.

Art. 6° – La presente ley es de orden público.
Art. 7° – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Saludo a usted muy a atentamente

José L. Gioja. – Juan Estrada.

INFORME

Honorable Cámara:

Las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de
Obras Públicas y de Defensa del Consumidor, en la
consideración del proyecto de ley en revisión por
el cual se dispone la extensión hasta el 31 de di-
ciembre de 2004 del plazo para la renegociación de
los contratos de obras y servicios públicos según

ley 25.561, de emergencia pública y de reforma del
régimen cambiario, y teniendo en cuenta que las ra-
zones expuestas en los fundamentos del mismo re-
sultan lo suficientemente amplias, estiman que co-
rresponde la sanción del presente dictamen.

Carlos D. Snopek.

II

Dictamen de minoría

Honorable Cámara:

Las Comisiones de Presupuesto y Hacienda, de
Obras Públicas y de Defensa del Consumidor han
considerado el proyecto de ley en revisión por el
cual se dispone la extensión hasta el 31 de diciem-
bre de 2004 del plazo para la renegociación de los
contratos de obras y servicios públicos según ley
25.561, de emergencia pública y de reforma del
régimen cambiario; y, por las razonas expuestas en
el informe que se acompaña y las que dará el miem-
bro informante aconsejan la sanción del siguiente

PROYECTO DE LEY

La Cámara de Diputados de la Nación, ...

TITULO I

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Artículo 1º – Prorrógase hasta el 31 de diciembre
de 2004, la facultad del Poder Ejecutivo nacional de
renegociar los contratos de obras y servicios pú-
blicos dentro de lo establecido en el marco regula-
torio general de servicios públicos previsto en el
título II de la presente ley.

Art. 2º – A partir de la entrada en vigencia de la
presente ley, los contratos celebrados por la admi-
nistración pública bajo normas de derecho público,
comprendidos entre ellos los de obras y servicios
públicos, quedan sin efecto las cláusulas de ajuste
en dólar o en otras divisas extranjeras y las cláusu-
las indexatorias basadas en índices de precios de
otros países y cualquier otro mecanismo indexatorio.

Art. 3º – En el caso de los contratos que tengan
por objeto la prestación de servicios públicos, de-
berán tomarse en consideración al momento de' la
renegociación, los siguientes criterios: 1) el impac-
to de las tarifas en la competitividad de la econo-
mía y en la distribución de los ingresos; 2) la cali-
dad de los servicios y los planes de inversión,
cuando ellos estuviesen previstos contractualmen-
te; 3) el interés de los usuarios y la accesibilidad de
los servicios; 4) la seguridad de los sistemas com-
prendidos; y 5) la rentabilidad de las empresas.

Art. 4º – Las disposiciones previstas en los artícu-
los 2º y 3º de la presente ley, en ningún caso auto-
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rizarán a las empresas contratistas o prestadoras de
servicios públicos, a suspender o alterar el cumpli-
miento de sus obligaciones.

Art. 5º – Los acuerdos de renegociación podrán
abarcar aspectos parciales de los contratos de con-
cesión o licencias, contemplar formulas de adecua-
ción contractual o enmiendas transitorias del con-
trato, incluir la posibilidad de revisiones periódicas
pautadas así como establecer, la adecuación de los
parámetros de calidad de los servicios.

Dichos acuerdos en ningún caso deberán dispo-
ner exclusivamente aumentos de tarifas.

En caso de enmiendas transitorias, las mismas
deberán ser tenidas en consideración dentro de los
términos de los acuerdos definitivos a que se arri-
be con las empresas concesionarias o licenciatarias.

El Poder Ejecutivo nacional convocará a audien-
cias públicas, que posibiliten la participación ciu-
dadanía en cumplimiento a lo dispuesto en los mar-
cos regulatorios.

Art. 6º – El Poder Ejecutivo nacional remitirá las
propuestas de los acuerdos de renegociación al Ho-
norable Congreso de la Nación, en cumplimiento de
la intervención de la Comisión Bicameral Permanente
de Seguimiento, Control y Renegociación de los
contratos celebrados por la administración pública
prevista en el capítulo III de la presente ley.

Art. 7º – Corresponderá al Honorable Congreso
de la Nación expedirse dentro del plazo de noventa
(90) días corridos de recepcionada la propuesta,
aprobándola o rechazándola. En este caso el Poder
Ejecutivo nacional deberá reanudar el proceso de
renegociación del contrato respectivo.

En el supuesto que el Honorable Congreso de la
Nación no se haya expedido en el plazo fijado en el
párrafo anterior, la propuesta de renegociación se
tendrá por rechazada.

TITULO II

Marco Regulatorio General
de Servicios Públicos

CAPÍTULO I

Ambito de aplicación

Art. 8º – Establécese el presente marco regulato-
rio general, de competencia nacional, en cumplimien-
to de lo dispuesto en el artículo 42 de la Constitu-
ción Nacional.

Art. 9º – La presente ley regula los servicios pú-
blicos y actividades de interés público de compe-
tencia nacional, organismos de regulación, fiscali-
zación y control existentes y a los que en el futuro
se creen de acuerdo a lo normado por la presente
ley.

Art. 10. – Todo aquel servicio público y activi-
dad de interés público regulada por la presente ley

deberá contar con un marco regulatorio en particu-
lar, que determine los derechos y obligaciones de
las empresas prestatarias, el concedente y los usua-
rios del servicio. En lo sucesivo el marco regulato-
rio en particular del servicio de que se trate, debe
ser sancionado con anterioridad al proceso licita-
torio.

Los marcos regulatorios deberán asegurar la pro-
tección de los derechos de los consumidores y
usuarios presentes, potenciales y futuros, promo-
viendo la competencia y la eficiencia económica.

Naturaleza jurídica

Art. 11. – Los organismos de regulación, fiscali-
zación y control son órganos descentralizados de
la Administración Pública Nacional, con personería
jurídica y patrimonio propio, gozando de autono-
mía funcional administrativa y autarquía económi-
co financiera, con capacidad jurídica para actuar en
los ámbitos del derecho público y privado en el
cumplimiento de sus objetivos.

Los organismos de regulación, fiscalización y
control tendrán su sede en la Capital Federal.

Quedarán sujetos al contratol de los organismos
creados por los artículos 96 y 116 de la ley 24.156.
Ley de Administración Financiera y de los Sistemas
de Control del Sector Público Nacional.

CAPÍTULO II

De la regulación de servicios públicos.
Principios generales

Art. 12: La regulación de los servicios públicos,
debe necesariamente contemplar:

a) La prestación del servicio en forma eficien-
te, velando por la salud, seguridad, e inte-
rés económico de los usuarios;

b) Garantizar la regularidad, calidad, continui-
dad, en la prestación del servicio de que se
trate;

c) Contemplar el impacto socio-ambiental como
estudio previo para cualquier obra de infra-
estructura, en los casos que así lo determi-
ne la legislación especifica de cada jurisdic-
ción;

d) Garantizar a los usuarios el derecho a la in-
formación adecuada y veraz, libertad de elec-
ción y condiciones de equidad, y buena fe
en la prestación del servicio;

e) Propiciar fundamentalmente el aumento de
la calidad de vida de los usuarios;

f) Fomentar la innovación tecnológica, en mi-
ras de mejorar la calidad del servicio;

g) Proteger los derechos de los usuarios y con-
sumidores, promoviendo la competencia y
el libre acceso del servicio de que se trate;
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h) Garantizar la prestación del servicio, dando
la mayor cobertura en todo el territorio Na-
cional fomentando el desarrollo y calidad de
vida de los usuarios;

i) Garantizar la razonabilidad que debe existir
entre el costo de las tarifas y la prestación
del servicio público;

j) Velar por los derechos de los usuarios y con-
sumidores, disponiendo su participación en
audiencias públicas, donde podrán expresar
sus posiciones y presentar propuestas.

CAPÍTULO III

De los marcos regulatorios en particular.
Contenido

Art. 13. – Los marcos regulatorios en particular
deberán:

a) Exigir programa de inversión del servicio pú-
blico de que se trate;

b) Garantizar el estudio de impacto socioam-
biental de todo programa de inversión o de
infraestructura, con carácter previo a su eje-
cución en los casos que así lo determine la
legislación específica de cada da jurisdic-
ción;

c) Propiciar la utilización racional de todos
aquellos recursos naturales no renovables;

d) Propiciar la protección de los bienes e inte-
reses públicos;

e) Establecer el plazo de vigencia de la conce-
sión de que se trate;

f) Prever la rescisión contractual por los in-
cumplimientos de los contratos de conce-
sión;

g) Establecer multas por incumplimientos en la
prestación del servicio y o cláusulas del con-
trato que otorga la concesión;

h) Garantizar y controlar la razonabilidad que
debe existir entre la tarifa y la calidad de la
prestación del servicio;

i) Asegurar que la rentabilidad de los conce-
sionarios mantenga niveles razonables en re-
lación con las tasas reconocidas internacio-
nalmente;

j) Asegurar la igualdad, el libre acceso, la no
discriminación en el uso de los servicios pú-
blicos;

k) Fiscalizar la realización de las inversiones,
para alcanzar adecuados niveles de infraes-
tructura, que satisfagan la demanda del ser-
vicio de que se trate;

l) Velar por la operación confiable de los ser-
vicios, de acuerdo a normas nacionales e in-
ternacionales aplicables;

m) Asegurar que el funcionamiento del servi-
cio sea compatible con el normal desarrollo
de la vida comunitaria y medio ambiente.

CAPÍTULO IV

De las obligaciones de las empresas prestatarias

Art. 14. – Las empresas prestatarias se regirán por
las condiciones estipuladas en los contratos de con-
cesión o permiso, y por el marco regulatorio corres-
pondiente, sin perjuicio de ello será obligatorio:

a) Contar con una infraestructura técnica efi-
ciente y competitiva acorde a los últimos
adelantos en la materia, manteniendo la ca-
pacidad financiera suficiente para que no
peligre la prestación del servicio;

b) Tomar las medidas necesarias para que los
servicios sean prestados en condiciones
que garanticen su continuidad, calidad, se-
guridad y protección al medio ambiente;

c) Realizar las acciones de investigación para el
mejoramiento en la prestación del servicio;

d) Cumplir con todas las obras, servicios y obli-
gaciones en general previstas en el marco
regulatorio particular, y/ o contrato de con-
cesión del servicio correspondiente, en el
tiempo y forma pactadas;

e) Cumplir de buena fe, las obligaciones asu-
midas por los prestadores en las relaciones
individuales convenidas; con los usuarios,
evitando todo tipo de conductas abusivas;

f) Brindar al usuario toda aquella información,
que le permita evaluar en forma precisa los
beneficios de adherirse o no a una modali-
dad determinada de servicio;

g) Garantizar una medición exacta de los servi-
cios mediante la provisión, a costo de la
prestadora, de instrumentos tecnológicos de
calidad, existentes en el mercado nacional e
internacional;

h) Asumir en forma obligatoria, la responsabili-
dad solidaria, cuando la prestadora contrate
y/o subcontrate un servicio. Siendo ante el
usuario, el contratante y/ o subcontratante
del prestador del servicio, solidariamente res-
ponsable por los hechos o actos cometidos
por el subcontratista y/ o sus dependientes;

i) Mantener registros, documentación y cons-
tancias que proporcionen información téc-
nica, comercial y contable, técnicamente
auditable por parte del ente regulador co-
rrespondiente, a los fines de implementar
una adecuada política tarifaria;

j) Publicar, con suficente antelación, la infor-
mación correspondiente a los planes de
obras, interrupciones de servicios, tarifas, y
toda otra información de interés al usuario;
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k) Todos los trabajos programados por la pres-
tadora deberán ejecutarse de modo de oca-
sionar los menores inconvenientes a los
usuarios del servicio;

l) Abstenerse de realizar cualquier acto que
implique competencia desleal o abuso de po-
sición dominante en el mercado;

m) Promover las acciones publicitarias y de
educación, para un uso racional del servi-
cio por parte del usuario;

n) Responder, ante el usuario, en caso de que
la suspensión del servicio sea por negligen-
cia, impericia, falla de materiales, u otros mo-
tivos donde exista responsabilidad directa
o indirecta del prestador, deberá abonar las
multas estipuladas en los contratos de con-
cesión respectivos, e indemnizar a los usua-
rios damnificados. La indemnización deberá
comprender un resarcimiento por el tiempo
en que no brinde el servicio y el lucro ce-
sante que genere;

o) Quedan expresamente prohibidas, las cláu-
sulas de los contratos individuales o colec-
tivos de servicios, donde los usuarios efec-
túen renuncias anticipadas de ciertos dere-
chos;

p) Será considerada falta grave toda aquella
conducta de las prestadoras, que impliquen
el abandono total o parcial de las instalacio-
nes afectadas a la prestación del servicio y/
o desatiendan el nivel óptimo de eficiencia
en el que se debe ejecutar, generando res-
ponsabilidad ante el o los usuarios damnifi-
cados.

q) Prohíbase a las empresas prestatarias de ser-
vicios públicos básicos la interrupción del
mismo, por falta de pago de los usuarios, en
días viernes, sábados, domingos y/o en día
hábil anterior a un feriado nacional, provin-
cial y/o local, dependiendo tal circunstan-
cia del domicilio en que se encuentre el ser-
vicio a interrumpir. Exceptúanse de lo
dispuesto precedentemente a aquellas em-
presas prestatarias que, no obstante reali-
zado el corte en los días indicados, estén en
condiciones operativas de garantizar al
usuario el restablecimiento dentro de las 24
horas del corte efectuado, debiendo mante-
ner una oficina habilitada en la jurisdicción
correspondiente al domicilio del usuario
afectado.

CAPÍTULO V

De los entes reguladores en particular. Funciones

Art. 15. – Los organismos de regulación, fiscali-
zación y control de servicios públicos, sin perjuicio

de las disposiciones específicas contempladas en
las respectivas normas de creación y reglamenta-
ción y no obstante lo que las mismas establezcan,
tendrán las siguientes funciones y deberes:

a) Regular, fiscalizar y controlar el cumplimien-
to por parte de las empresas prestadoras de
los marcos regulatorios respectivos y de
los contratos de concesión, licencias y o
permisos;

b) Dictar normas de carácter general vincula-
das con la provisión y el control del servi-
cio de que se trate;

c) Consultar a las provincias interesadas so-
bre aquellas cuestiones que puedan afectar
directa o indirectamente los intereses de sus
habitantes;

d) Facilitar los medios para que los usuarios o
consumidores, y las asociaciones represen-
tativas de éstos, cuenten con información
adecuada y veraz relativa a los servicios pú-
blicos y las empresas prestadoras de los
mismos;

e) Dirimir conflictos entre prestadoras de ser-
vicios y usuarios;

f) Garantizar que las empresas prestadoras
cumplan las condiciones de libertad de elec-
ción, trato equitativo y digno y la protec-
ción de la salud, seguridad e interés eco-
nómico de los usuarios o consumidores al
servicio;

g) Aplicar el régimen sancionatorio previsto en,
las normas regulatorias de las actividades
sujetas a la competencia, garantizando el de-
bido proceso previo;

h) Intervenir con carácter previo y no vincu-
lante en las decisiones relacionadas con la
rescisión, revocación o prórroga de la con-
cesión, licencia o permiso de que se trate,
elevando sus conclusiones y propuestas al
Poder Ejecutivo nacional;

i) Acceder a la documentación técnica, con-
table y económico-financiera de las empre-
sas prestadoras de los servicios públicos,
y de sus propios sistemas de control en re-
lación al servicio y hacer pública tal infor-
mación, conforme a lo dispuesto en la pre-
sente ley;

j) Promover ante los tribunales competentes
las acciones que tiendan a asegurar el cum-
plimiento de sus funciones y los fines de
esta ley;

k) Fundamentar sus decisiones, explicitando
los costos y beneficios de las mismas, así
como las razones que justificaron la deses-
timación de otras opciones que hubieran
sido propuestas.
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DISPOSICIONES ESPECIFICAS

CAPÍTULO VI

Conformación del directorio y régimen selección
de directores

Integración

Art. 16. – Los organismos de regulación,
fiscalización y control serán dirigidos por un
directorio integrado por tres (3) miembros de
los cuales uno será presidente.

Uno de sus miembros será designado a propuesta
de las provincias, las que deberán elevar al Comité
de Selección, a través del Consejo Federal de Inver-
siones, la persona que designe para ocupar este car-
go. El Comité de Selección evaluará los antecedentes
del postulante, con idénticos criterios y procedimien-
tos a los fijados para el resto de los directores.

Los mandatos

Art. 17. – El mandato de los miembros del directo-
rio durará seis (6) años y cesarán en forma escalona-
da. Los miembros del directorio podrán ser reelegidos.

La norma de creación del organismo de regula-
ción, fiscalización y control deberá establecer para
el primer directorio un esquema de escalonamiento
en el vencimiento de los mandatos.

En caso de renuncia o fallecimiento o impedimento
por más de un (1) año, de un miembro del directo-
rio, el Comité de Selección a que se hace referencia
en el artículo 20 convocará dentro de los treinta (30)
días a un proceso de selección previsto en la pre-
sente ley, a efectos de cubrir la vacante.

En el caso que la renuncia o fallecimiento o im-
pedimento se produjere dentro de los cuatro (4) pri-
meros años del mandato, el miembro reemplazante,
tendrá un mandato equivalente al período pendien-
te del miembro reemplazado.

En el caso que la renuncia o fallecimiento o im-
pedimento se produjere a partir del quinto (5) año,
el miembro reemplazante tendrá un mandato equi-
valente al período pendiente del cargo que ocupa-
ba el miembro reemplazado, más un período de seis
(6) años.

Condiciones para ser miembro del directorio

Art. 18 - Serán condiciones mínimas para ser de-
signado miembro del directorio, contar con antece-
dentes técnicos y profesionales y de gestión acor-
des con el cargo a cubrir. Asimismo deberán ser
mayores de treinta (30) años y no estar incursos en
las situaciones de incompatibilidad o conflictos de
intereses establecidos en la presente ley.

El Comité de Selección a que se refiere el artículo
20 podrá establecer requisitos y condiciones especi-
ficas de acuerdo a las características del cargo a cu-
brir, en tanto sean generales y no discriminatorias.

Art. 19. – Será condición a reunir por los
postulantes para ser designados en el cargo de di-
rector, la de no haber ocupado los cargos de direc-
tor, síndico, gerente o cargo de equivalente jerar-
quía en empresas prestatarias del sector regulado
por el organismo para el cual se postulan, sus con-
troladas o controlantes, durante el año anterior a la
resolución de convocatoria al concurso.

No podrán presentarse para la selección de un
cargo en el directorio aquellos miembros de ese
directorio que se encuentren en funciones en otro
de los cargos en tanto ponga en riesgo el esque-
ma de escalonamiento previsto en el artículo 17
de la presente.

Régimen de selección

Art. 20. – La selección de los miembros de los
directorios de los organismos de regulación, fisca-
lización y control estará a cargo de un Comité de
Selección designado ad hoc, que funcionará para
cada organismo de regulación, fiscalización y con-
trol separadamente.

Art. 21. – El Comité de Selección estará integra-
do por seis (6) miembros que serán designados por
el Poder Ejecutivo nacional:

a) Uno (1) a propuesta de la Jefatura de Gabi-
nete de Ministros y dos (2) a propuesta del
ministerio que corresponda de acuerdo a la
materia;

b) Dos (2) a propuesta del Honorable Congre-
so de la Nación, uno (1) de los cuales lo pro-
pondrá el presidente de la comisión perti-
nente en razón de la materia dentro de la
Cámara de Senadores y el otro, el presiden-
te de la comisión especiífica en razón de la
materia dentro de la Cámara de Diputados;

c) Uno (1) a propuesta de las asociaciones de
consumidores registradas al amparo de la ley
24.240, Ley de Protección del Consumidor,
según el mecanismo que apruebe la regla-
mentación.

La totalidad de los miembros deberán ser pro-
puestos al Poder Ejecutivo nacional, dentro de los
diez (10) días de solicitado ello por el Poder Ejecuti-
vo nacional.

Para integrar el Comité de Selección será requisi-
to gozar de reconocida ecuanimidad e independen-
cia de criterio y reunir antecedentes académicos,
profesionales y laborales en materia de selección de
personal, recursos humanos y/o en materias relati-
vas al sector de que se trate. Los integrantes del
Comité de Selección no revestirán el carácter de
funcionarios públicos, pero sí les serán aplicables
todas las reglas referidas a conflictos de intereses
establecidas en la presente ley. Percibirán, por sus
tareas, una remuneración acorde con las tareas en-
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comendadas. Durarán en sus funciones, como máxi-
mo, ciento ochenta (180) días contados a partir de
la notificación de su designación. Dentro de ese pla-
zo deberán completar su función principal que es la
conducción de los procesos de selección de los
miembros del directorio y gerentes del organismo
de regulación, fiscalización y control de que se tra-
te, mediante la convocatoria a concurso público de
oposición y antecedentes, a fin de seleccionar los
postulantes a ocupar los cargos que deban cubrirse,
de acuerdo con los objetivos para los que hayan
sido convocados. En este proceso de selección se
deberá celebrar obligatoriamente una audiencia pú-
blica, su realización debe ser anunciada previamen-
te por dos medios de comunicación masiva y cele-
brarse en horarios que favorezca el acceso de los
interesados. Sin perjuicio de lo previsto preceden-
temente, la nómina de los postulantes propuestos,
debe ser dada a publicidad en dos medios masivos
y en el boletín oficial durante cinco días hábiles. Es
requisito inexcusable para analizar la propuesta de
designación que se remitan los antecedentes que a
juicio de los postulantes justifican la designación
de las personas propuestas.

Quienes deseen efectuar denuncias de la o las
personas sometidas a concurso deben hacerlo bajo
su firma ante el comité previsto en el presente. El
plazo para efectuar tales denuncias es de cinco días
hábiles a partir del último acto publicitario. Las opo-
siciones a la propuesta deben ser fundadas en cir-
cunstancias objetivas y que puedan acreditarse por
medio fehaciente.

El Comité de Selección adoptará sus decisiones
por simple mayoría mediante voto individualizado
y fundado, que quedará documentado por medio de
actas.

Los gastos que demande el funcionamiento de
cada Comité de Selección serán solventados median-
te una alícuota fija del presupuesto del organismo
de regulación y control, para cuya designación o
control de directores haya sido convocado; esta alí-
cuota será determinada por la reglamentación.

Art. 22. – A los efectos del ejercicio de su fun-
ción, el Comité de Selección deberá:

a) Dictar el pliego de bases y condiciones ge-
nerales de los concursos públicos de opo-
sición y antecedentes, el que será aproba-
do por resolución conjunta del ministerio
competente y de la Jefatura de Gabinete de
Ministros y que deberá incluir, como mínimo:

1. La garantía de los principios de publi-
cidad, igualdad de acceso de los postu-
lantes y de idoneidad de los seleccio-
nados.

2. Las condiciones mediante las cuales los
postulantes deberán acreditar sus an-
tecedentes, experiencia profesional y
académica en la materia.

3. Los mecanismos de evaluación que re-
sulten necesarios y la habilidad de los
postulantes seleccionados para la co-
bertura del cargo.

4. Establecer en colaboración con la au-
toridad de aplicación de la ley 25.188,
Ley de Ética de la Función Publica, los
mecanismos que permitan evaluar los
antecedentes reunidos por los postu-
lantes presentados respecto de posibles
situaciones de incompatibilidades o
conflictos de intereses que pudieran
afectar o poner en riesgo la independen-
cia de criterio e imparcialidad en el ejer-
cicio de su función.

b) Dictar el pliego de condiciones particulares
para los referidos concursos, que en cada
elección deberá observarse, determinando
los conocimientos, habilidades y aptitudes
básicas a satisfacer por los postulantes se-
leccionados, según el perfil que se hubiera
definido conforme lo dispuesto en el inciso
a) del presente artículo;

c) Remitir en consulta previa, como parte del pro-
ceso de selección, a la autoridad de aplica-
ción de la ley 25.188, los antecedentes de los
postulantes que hayan superado las evalua-
ciones de condiciones de idoneidad profesio-
nal, a fin de que emita un dictamen respecto
a la situación de cada postulante en materia
de incompatibilidades y conflictos de intere-
ses, previstas en el presente régimen;

d) Determinar por mayoría simple cuáles son
los postulantes seleccionados, lo que será
comunicado al ministerio competente, cuyo
listado tendrá carácter vinculante. La califi-
cación positiva del Comité de Selección res-
pecto de los postulantes, significará que
aquéllos cuentan con idoneidad suficiente
para el ejercicio del cargo;

e) Repetir los procedimientos de selección, en
los casos en que no existiere un número mí-
nimo de tres (3) postulantes electos para cu-
brir el cargo;

f) Llevar a cabo convocatorias abiertas que
deberán difundirse en diarios de circulación
masiva en todo el territorio nacional para los
llamados al concurso público de oposición
y antecedentes;

g) Dictar seminarios de capacitación para los
postulantes respecto de las funciones inhe-
rentes al cargo, el cual será parte del proce-
so de evaluación de los mismos;

h) Dictar su propio reglamento interno.

Art. 23. – El Comité de Selección podrá solicitar
la asistencia de los señores secretarios que se vin-
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culen o se relacionen en razón del ámbito de actua-
ción con los organismos de regulación, fiscalización
y control, cuya vacante se someta a concurso.

Art. 24. – El Comité de Selección podrá ser asis-
tido a su requerimiento por los organismos compe-
tentes en materia de formación capacitación y es-
pecialización de recursos humanos requeridos por
el sector público.

Art. 25. – Una vez comunicada la lista de
postulantes que hayan aprobado el concurso de
antecedentes y oposición al ministerio que corres-
ponda según la materia, el señor ministro propon-
drá al Poder Ejecutivo nacional, el postulante se-
leccionado para su designación.

El designado deberá asumir el cargo dentro de los
treinta (30) días corridos a partir de su nombramien-
to. Caso contrario, se considerará el cargo vacante.

Art. 26. – Dentro de los quince (15) días de pro-
ducida una vacante, el ministerio que corresponda
según la materia, deberá adoptar las medidas para
convocar al Comité de Selección e iniciar el proce-
so de selección correspondiente.

Art. 27. – Las disposiciones sobre incompatibili-
dades y conflictos de intereses establecidas para
los directores en esta norma, serán también aplica-
bles a los gerentes y subgerentes.

Para la selección de los gerentes, se aplicarán las
disposiciones que reglan el proceso previsto para
la cobertura de los cargos de director. La designa-
ción de los gerentes estará a cargo del presidente
del directorio, a partir de la lista de postulantes se-
leccionados que proponga al efecto, el directorio del
respectivo organismo de regulación, fiscalización y
control.

La designación de los gerentes tendrá lugar lue-
go que hayan sido designados los directores del
organismo de regulación, fiscalización y control de
que se trate. A estos concursos de oposición y an-
tecedentes podrán presentarse los actuales geren-
tes de los organismos de regulación, fiscalización y
control.

CAPÍTULO VII

Régimen de desempleo de los directores,
estabilidad y remoción

Art. 28. – Los directores de los organismos de
regulación fiscalización y control tendrán dedicación
exclusiva en su función. No podrán desarrollar ac-
tividad laboral alguna en el sector público o priva-
do con excepción de la actividad docente. Asimis-
mo, no podrán tener otra ocupación en el sector
público nacional, provincial o municipal. Se enten-
derá por ocupación la que pudiera derivarse de una
designación a título oneroso o gratuito en una plan-
ta permanente o transitoria o mediante contratos de
locación de servicios o de obra, independientemente
de la fuente de financiamiento no podrán desarro-

llar actividad laboral ni prestar asesoramiento en el
sector privado.

Art. 29. – Los directores, gerentes, subgerentes,
asesores y demás funcionarios de los órganos de
regulación, fiscalización y control deberán observar
un comportamiento que garantice la protección del
interés público, la imparcialidad en las actuaciones,
la transparencia en los procedimientos, el ejercicio
eficiente del cargo y la independencia de criterio.

Art. 30. – La remuneración de los directores será
establecida por el Poder Ejecutivo nacional.

Art. 31. – Los directores, gerentes y subgerentes,
sus cónyuges o convivientes y parientes hasta el
segundo grado de consanguinidad o por afinidad
no podrán tener, desde el comienzo de las funcio-
nes, interés alguno en las empresas prestatarias del
sector regulado o controlado por el organismo de
regulación, fiscalización y control. Esta prohibición
alcanza también a las sociedades controladas o
controlantes, ya sea directa o indirectamente, de la
empresa regulada; a aquellas sociedades sujetas al
control común con la empresa regulada y a las so-
ciedades vinculadas directa o indirectamente con la
empresa regulada.

No podrán, por idéntico plazo, ser titulares de ac-
ciones, participaciones, bonos, obligaciones nego-
ciables, derechos futuros ni otros instrumentos o
títulos similares de dichas empresas. Esta prohibi-
ción se extiende a la participación o prestación de
servicios en empresas del sector privado que pro-
vean servicios de cualquier índole a las empresas
prestatarias del sector alcanzadas por el organismo
de regulación, fiscalización y control.

Lo dispuesto en el párrafo precedente se extien-
de a la participación o prestación de servicios en
empresas del sector privado que provean bienes y/
o servicios de cualquier índole a las empresas pres-
tatarias del sector reguladas por el organismo de re-
gulación, fiscalización y control.

Esta prohibición se extiende a la participación o
prestación de servicios en empresas del sector pri-
vado que provean bienes o servicios que sirvan de
soporte a las actividades principales, definidas en
el respectivo pliego de concesión, de la empresa
prestataria del sector alcanzadas por el organismo
de regulación, fiscalización y control.

Los asesores de los directores, gerentes y
subgerentes no podrán tener una relación laboral,
ni prestar asesoramiento ni tener interés alguno en
las empresas prestatarias del sector regulado o con-
trolado por el organismo de regulación, fiscalización
y control.

La competencia para la aplicación de las disposi-
ciones de incompatibilidades y conflictos de inte-
reses establecidos en esta norma corresponde a la
autoridad de aplicación de la ley 25.188. Esta está
facultada para el dictado de normas aclaratorias y
complementarias en la materia.

Art. 32. – Durante el tiempo de su mandato los
directores que hubieran prestado servicios o hubie-
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ran tenido una participación, relación comercial o
interés de cualquier índole en una determinada em-
presa, con una antelación menor de dos (2) años al
período previsto en el artículo 17 deberán excusar-
se de entender en el conocimiento, trámite o reso-
lución de actuaciones que estuvieran en curso ante
el organismo de regulación, fiscalización y control
del que son parte, en las cuales pudiera tener inte-
reses la empresa de que se trate.

De acreditarse que un organismo de regulación,
fiscalización y control ha emitido una resolución en
la cual participó algún director que debería haberse
excusado, tal resolución será nula de nulidad abso-
luta, sin perjuicio de los derechos de terceros de
buena fe. La revocación de la resolución deberá ser
dispuesta por el ministerio que por la materia co-
rrespondiese, con dictamen previo de la autoridad
de aplicación de la ley 25.188 respecto de la obliga-
ción de excusarse del director.

La verificación de un hecho de tales característi-
cas dará origen al proceso de remoción con causal
en contra del funcionario que haya incurrido en la
falta mencionada.

Régimen de estabilidad y procedimiento de remoción

Art. 33. – Los miembros de los organismos de re-
gulación, fiscalización y control, mientras dure su
mandato, gozarán de estabilidad funcional y no po-
drán ser separados de sus cargos mientras dure su
buena conducta, salvo caso de mal desempeño del
mismo, renuncia, inhabilidad, incompatibilidad, pro-
cesamiento firme o condena judicial por delito do-
loso o incurrir en actos que impliquen un exceso en
el ejercicio de las atribuciones conferidas para el
cumplimiento de las funciones del organismo de re-
gulación, fiscalización y control o de las obligacio-
nes inherentes a su cargo.

Sólo podrán ser removidos de sus cargos, cuan-
do se encuentren incursos en las causales mencio-
nadas en el presente artículo, o en los artículos 31,
y 32 de la presente ley, por acto fundado del Poder
Ejecutivo nacional.

Régimen de conflictos de intereses al vencimiento
del mandato

Art. 34. – Una vez finalizada su gestión y por el
plazo de un (1) año contado desde la terminación
del mandato, los directores, gerentes y subgerentes
de organismos de regulación, fiscalización y con-
trol no podrán ejercer actividad profesional en rela-
ción de dependencia o bajo formas de locación de
obra o servicios con ninguna empresa que opere
en el sector cuya regulación y control estaba a car-
go del organismo de regulación, fiscalización y con-
trol donde el funcionario prestaba servicios.

En el caso de los directores, la mencionada pro-
hibición alcanza también a las sociedades controla-

das o controlantes, ya sea directa o indirectamente,
de la empresa regulada; a aquellas sociedades su-
jetas al control común con la empresa regulada y a
las sociedades vinculadas directa o indirectamente
con la empresa regulada.

Las personas mencionadas en el párrafo preceden-
te tampoco podrán, por idéntico plazo, ser titulares
de acciones, participaciones, bonos, obligaciones
negociables, derechos futuros ni otros instrumentos
o títulos similares de las empresas indicadas. Esta
prohibición se extiende a la participación o presta-
ción de servicios en empresas del sector privado que
provean bienes o servicios que sirvan de soporte a
las actividades principales, definidas en el respecti-
vo pliego de concesión, de la empresa prestataria del
sector alcanzadas por el organismo de regulación, fis-
calización y control.

Durante un (1) año posterior a la finalización del
mandato, y sólo en caso que haya cumplido con
todo el plazo de su mandato, los directores de or-
ganismos de regulación, fiscalización y control ten-
drán derecho a percibir una remuneración equiva-
lente al setenta por ciento (70 %) de la última
remuneración percibida por el ejercicio del cargo.

El director que fuera removido con causa de su
cargo, o inicie una actividad laboral, no tendrá de-
recho a percibir el beneficio establecido en el párra-
fo precedente.

El director que violare las prohibiciones dispues-
tas por los artículos 33 y 34 perderá el derecho a
percibir la remuneración del setenta por ciento
(70%), y deberá reintegrar el total de las remunera-
ciones que por tal concepto hubiere recibido.

CAPÍTULO VIII

Funciones del presidente, del directorio
y representación de las asociaciones

y de las provincias

Facultades del presidente del directorio

Art. 35. – El presidente del directorio durará seis
(6) años en sus funciones, pudiendo ser reelegido
por un período adicional y tendrá a su cargo la ad-
ministración del organismo de regulación, fiscaliza-
ción y control.

Son facultades propias del presidente:

a) Contratar y remover el personal del organis-
mo, fiscalizar su desempeño y condiciones
de empleo;

b) Ejercer la representación legal del organis-
mo de regulación, fiscalización y control
siendo suplido por el vicepresidente prime-
ro en caso de impedimento, ausencia transi-
toria, renuncia o fallecimiento;

c) Ejercer el doble voto en caso de empate para
la adopción de las decisiones del organis-
mo de regulación, fiscalización y control;
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d) Dictar el reglamento interno del cuerpo;
e) Elaborar el anteproyecto de presupuesto del

organismo y una vez aprobado por el direc-
torio elevarlo a las autoridades correspon-
dientes;

f) Confeccionar anualmente la memoria y ba-
lance y someterla a la aprobación del direc-
torio;

g) Administrar el patrimonio del organismo de
regulación, fiscalización y control.

Elaborar las opiniones del organismo de regula-
ción, fiscalización y control, para someterlas a la
aprobación del directorio en aquellas materias que,
en razón de su competencia, el organismo deba ase-
sorar al Poder Ejecutivo nacional conforme cada
marco regulatorio.

Art. 36. – El directorio formará quórum con la pre-
sencia de dos (2) directores, y adoptará sus deci-
siones por mayoría simple.

Funciones del directorio

Art. 37. – Serán funciones del directorio:

a) Ejercer todas las facultades y funciones re-
conocidas al organismo de regulación, fis-
calización y control en los marcos regula-
torios vigentes y en la presente ley;

b) Aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las
normas legales y reglamentarias que rigen
la actividad del organismo de regulación,
fiscalización y control;

c) Aprobar la memoria y balance del organis-
mo de regulación, fiscalización y control;

d) Aprobar el anteproyecto de presupuesto, la
estructura organizativa y la tasa de funcio-
namiento del organismo de regulación, fis-
calización y control, previa intervención del
ministerio que corresponda a la materia;

e) Aplicar las sanciones previstas en los res-
pectivos marcos regulatorios y en los con-
tratos de concesión, licencia o cualquier tí-
tulo habilitante para el ejercicio de la
actividad correspondiente;

f) En general, realizar todo otro acto que sea
necesario para el mejor cumplimiento de sus
funciones y de los fines establecidos en los
marcos regulatorios vigentes y normas re-
glamentarias y complementarias.

Descentralización

Art. 38. – A los efectos de una adecuada descen-
tralización de los organismos de regulación, fiscali-
zación y control, según correspondiere y conforme
al alcance de la jurisdicción federal prevista en cada
marco regulatorio, deberá preverse una estructura

mínima pero suficiente para tratar la relación entre
prestatarios de servicios y los usuarios en cada pro-
vincia o región.

En la conformación de estas unidades provin-
ciales o regionales descentralizadas de los orga-
nismos de regulación y de control existirá una ade-
cuada representación de las provincias que
correspondan.

Comisión Asesora de Usuarios

Art. 39. – En cada organismo de regulación, fisca-
lización y control se constituirá una Comisión Ase-
sora de Usuarios que tendrá como misión y función
la de intervenir obligatoriamente en los procedimien-
tos de decisión que se mencionan en el presente
artículo. Los dictámenes de esta Comisión debe-
rán ser presentados en tiempo y forma según lo es-
tablezca el reglamento del organismo de regulación,
fiscalización y control. Dichos dictámenes no revis-
ten carácter vinculante, pero su rechazo deberá ser
fundado, integrando los considerandos en la reso-
lución que se dicte.

La Comisión Asesora de Usuarios estará integra-
da por un (1) representante de cada asociación de
consumidores que se encuentre registrada al ampa-
ro de la ley 24.240 y con dos años de antigüedad
en este Registro. El importe global máximo a perci-
bir por la Comisión Asesora de Usuarios no podrá
exceder al equivalente de tres sueldos del director
por todo concepto y en tanto cumpla con lo esta-
blecido en su reglamento interno. La reglamentación
establecerá, de ser necesario, un límite a la canti-
dad de integrantes de la Comisión Asesora de Usua-
rios, así como las pautas para asegurar la
representatividad de todas las asociaciones debi-
damente registradas.

Los organismos de regulación, fiscalización y
control deberán impulsar la conformación de las mis-
mas en el plazo de treinta (30) días desde la aproba-
ción de su estructura organizativa.

La Comisión Asesora de Usuarios intervendrá en
los siguientes procesos:

a) Cuando se trate de cuestiones que afecten a
la seguridad, los bienes, la salud y/o el medio am-
biente.

b) Cuando se trate de modificaciones de carácter
general y uniforme a las tarifas, al programa de in-
versiones, de las obras, planes, o metas estableci-
das o vinculadas a la calidad del servicio público o
en las condiciones de explotación en el caso de con-
cesiones de obra pública.

c) En todos aquellos casos en que la presente
ley y los marcos regulatorios específicos vigentes
ordenan convocar a audiencia pública.

La Comisión Asesora de Usuarios dictará su re-
glamento interno en el que se fijarán las condicio-
nes para ser electo representante y el sistema de
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renovación y designará al defensor de los usuarios,
a los efectos de actuar en representación de ellos
en cada audiencia pública.

CAPÍTULO IX

Régimen presupuestario y recursos
de los organismos de regulación

fiscalización y/o control

Estructura del organismo de regulación fiscalización
y control

Art. 40. – Cada organismo de regulación, fiscali-
zación y control deberá dictar su estructura
organizativa, la que será elevada dentro de los cua-
renta y cinco (45) días, al ministerio competente.

Los organismos de regulación, fiscalización y
control contarán con un período transitorio de no-
venta (90) días desde el dictado del presente, para
la adecuación de su estructura.

Presupuesto

Art. 41. – El presupuesto de los organismos de
regulación, fiscalización y control integrará el pre-
supuesto de la administración pública nacional. Los
referidos entes confeccionarán y elevarán para la
aprobación anualmente su presupuesto, de confor-
midad con las normas aplicables, estimando razo-
nablemente los gastos e inversiones correspondien-
tes al próximo ejercicio.

El presupuesto no podrá aumentar a una tasa su-
perior a la que observare la del producto sectorial
al que se refiere el artículo siguiente.

En caso de registrar superávit al fin de su ejerci-
cio presupuestario, deberán propiciar reducciones
en las tasas de funcionamiento que estén a su car-
go, en forma proporcional con el superávit alcanza-
do en el período anterior. No serán de aplicación a
estos organismos los regímenes de cuotas y de mo-
dificaciones presupuestarias previstos para el res-
to de los organismos de la administración pública
nacional.

Tasa de funcionamiento

Art. 42. - El presupuesto de los organismos de
regulación, fiscalización y control será solventado
por una tasa de funcionamiento, abonada por los
prestadores de servicio de acuerdo a las normas vi-
gentes en cada marco regulatorio, la que será de-
terminada conforme lo dispuesto en el artículo 43
de la presente ley.

Los montos que se recauden en concepto de tasa
de funcionamiento no podrán transferirse a rentas
generales, ni imputarse a ninguna otra partida pre-
supuestaria que no se corresponda al presupuesto
del organismo de regulación, fiscalización y control.

Si durante la ejecución de un presupuesto los re-
cursos estimados para el ejercicio resultaren insufi-

cientes por hechos imprevisibles a la fecha de con-
fección del referido presupuesto, los organismos de
regulación, fiscalización y control podrán requerir el
pago de una tasa complementaria, hasta satisfacer las
necesidades presupuestarias, para lo cual se obser-
vara el procedimiento establecido en el artículo 43

Una vez aplicado el procedimiento previsto en el
párrafo anterior y en caso de resultar aun insuficien-
tes los recursos para cubrir los gastos, sólo por ex-
cepción, y a propuesta conjunta del ministerio que
correspondiese según la materia y del Ministerio de
Economía, aprobada por la Jefatura de Gabinete de
Ministros, podrán recibir asistencia financiera reem-
bolsable proveniente del Tesoro nacional.

El Tesoro nacional reservará los fondos necesa-
rios en el presupuesto general para atender el pago
de eventuales condenas pecuniarias derivadas de
la responsabilidad de los organismos de regulación,
fiscalización y control.

Art. 43. – La base de cálculo para la determina-
ción de la tasa de funcionamiento será fijada en fun-
ción de las inversiones y gastos previstos por el
organismo de regulación, fiscalización y control en
su presupuesto y observará las siguientes reglas:

a) A los efectos del cálculo de la tasa que de-
berá pagar cada prestador, el presupuesto
total aprobado será multiplicado por una
fracción en la cual numerador será los ingre-
sos de cada uno de los prestadores de los
servicios regulados por la operación de los
mismos, correspondiente al año calendario
anterior y el denominador será el total de
esos ingresos;

b) Como ingreso individual de cada sujeto obli-
gado al pago se considerarán los ingresos
percibidos, excepto que éstos no alcancen
al ochenta y cinco por ciento (85 %) de los
ingresos devengados en cuyo caso se to-
mará este último.

Art. 44. – Una vez realizado el cálculo de la tasa
y su asignación entre los sujetos obligados de con-
formidad con el artículo precedente, el organismo
de regulación, fiscalización y control arbitrará un
procedimiento de consulta a los sujetos obligados
quienes dispondrán de diez (10) días para presen-
tar observaciones.

En el caso que las observaciones indicaran el re-
chazo total o parcial al monto de la tasa a pagar por
parte de los sujetos que, en conjunto, solventen un
porcentaje igual o superior al treinta por ciento
(30 %) del presupuesto, el organismo de regulación,
fiscalización y control elevará las actuaciones, jun-
to con un informe circunstanciado al ministerio que
corresponda, para su determinación.

En el caso que las observaciones de los sujetos
no alcancen al treinta por ciento (30 %) el organis-
mo de regulación, fiscalización y control determina-
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rá y fijará la tasa, sin perjuicio de las acciones que
los sujetos obligados puedan incoar conforme al or-
denamiento jurídico vigente.

Art. 45. – Cada uno de los organismos de regula-
ción, fiscalización y control deberá determinar aque-
llos prestadores de servicios que se encuentren al-
canzados para pagar el monto de la tasa de funcio-
namiento.

La mora en el pago de la tasa de funcionamiento
se producirá de pleno derecho y devengará intere-
ses punitorios equivalentes a la tasa que cobre el
Banco de la Nación Argentina para descuentos de
documentos en moneda nacional a treinta (30) días,
vigente al cierre del día anterior al de la mora más
un cincuenta por ciento (50 %), capitalizables men-
sualmente hasta el día de efectivo pago.

El certificado de deuda por falta de pago de la tasa
expedido por el organismo de regulación, fiscaliza-
ción y control habilitará el procedimiento ejecutivo
ante los tribunales federales en lo civil y comercial.

Recursos

Art. 46. – Los recursos de los organismos de re-
gulación, fiscalización y control se formarán con los
siguientes ingresos:

a) La tasa de funcionamiento a la que se refie-
re el artículo 42;

b) Las herencias, legados, donaciones o trans-
ferencias bajo cualquier título que reciba;

c) Los demás fondos, bienes o recursos que
puedan serle asignados en virtud de leyes
y reglamentaciones aplicables;

d) Los intereses y beneficios resultantes de la
gestión de sus propios fondos.

Art. 47. – Los montos provenientes de multas que
apliquen los organismos de regulación, fiscalización
y control que no tengan como destino previsto la
devolución a los usuarios afectados, integran el pre-
supuesto general de la administración pública na-
cional y serán destinados a previsionar el pago de
eventuales condenas pecuniarias derivadas de la
responsabilidad de los organismos de regulación,
fiscalización y control.

De los usuarios

CAPÍTULO X

Principios generales

Art. 48. – Todo usuario deberá contar con un re-
glamento de usuarios, que rija las relaciones de éste
con la prestadora, y en aquellos servicios que sean
de rápido y constante desarrollo, la reglamentación
debe ser actualizada, adaptándose al avance tecno-
lógico y las nuevas modalidades de comerciali-
zación.

Art. 49. – Los contratos individuales y sus con-
diciones generales de contratación deberán ser apro-
bados por el ente respectivo, conforme a lo
normado por la legislación vigente.

Art. 50. – En las relaciones individuales entre el
prestador del servicio y el usuario –sin perjuicio de
lo establecido en artículo 37 de ley 24.240–, no se-
rán válidas las cláusulas siguientes:

a) Las que presuman en el usuario manifesta-
ciones de voluntad tácitas o fictas, excepto
cuando esté sometido válidamente a pro-
nunciarse dentro de cierto plazo;

b) Las cláusulas compromisorias previstas
como de aplicación obligatoria y las que, aun
aceptadas, cercenen los recursos previstos
en las leyes comunes;

c) Las que limiten el derecho del usuario a de-
jar sin efecto el contrato en caso de incum-
plimiento del servicio por parte del prestador
y las que, no mediando esta razón, lo supe-
diten al pago de sumas que no guarden re-
lación con la prestación del servicio;

d) Las que establezcan la tácita reconducción;
e) Las que importen la inversión de la carga de

la prueba en perjuicio del usuario en los re-
clamos administrativos ante la prestadora;

f) Toda otra cláusula que resulte arbitraria,
abusiva y que atente contra los intereses de
los usuarios.

Art. 51. – El incumplimiento de las pautas
preestablecidas en los contratos de suministros in-
dividuales por parte de las prestadoras de servicios
públicos dará lugar a la aplicación de multas, basa-
das en el perjuicio económico que le ocasiona al
usuario por recibir un servicio en condiciones insa-
tisfactorias. El monto de la multa será dispuesto por
el ente regulador correspondiente.

Art. 52. – En los servicios públicos domiciliarios,
en el caso de inmuebles enajenados, el nuevo due-
ño no será responsable por la deuda contraída por
el anterior propietario, ni se le podrá exigir su pago
como condición para proveerle el servicio público
que se trate. Del mismo modo el, dueño de un in-
mueble no será responsable por la deuda contraída
por un inquilino, comodatario, usufructuario, tene-
dor precario, intruso, siempre que el titular del ser-
vicio sea el locatario, usufructuario, tenedor preca-
rio, intruso, y/o comodatario.

Art. 53. – Todo usuario de servicios públicos, que
sin causa justificada mantenga una interrupción del
mismo deberá intimar a la prestadora al restableci-
miento del servicio suspendido. En la intimación y/
o denuncia ante el ente correspondiente y/o ante la
prestadora del servicio, deberá constar bajo pena
de nulidad, el día y hora en que quedó el servicio
interrumpido. De no restablecer la prestadora el ser-
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vicio en el plazo que la reglamentación establezca,
deberá abonar al usuario damnificado, la suma equi-
valente al valor del servicio interrumpido, por cada
día de interrupción.

Art. 54. – La compensación en favor del usuario
damnificado establecida en el artículo anterior, pro-
veniente de servicios con sistema de facturación,
deberá ser acreditada en la primera factura del ser-
vicio correspondiente, emitida con posterioridad a
la resolución del ente respectivo.

Art. 55. – La multa a favor del usuario damnifica-
do proveniente de la interrupción en los servicios
de transporte terrestre, marítimo, aéreo, ferroviario,
peajes deberá hacerse efectiva dentro de las 72 ho-
ras posteriores a la resolución del ente regulador
respectivo.

Art. 56. – En el caso que la interrupción del ser-
vicio público se origine en una ruta nacional y/o
provincial concesionada, el responsable del pago
de la multa será el concesionario autorizado a su
explotación.

Art. 57. – Sin perjuicio de lo establecido en los
contratos de concesión, permiso y uso del servicio
correspondiente y/o lo dispuesto por los entes re-
guladores en particular, las disposiciones de los ar-
tículos 53 y 54 de la presente ley, en relación a los
servicios de suministro de agua potable, telefonía
energía eléctrica, gas natural, sólo serán aplicables
a los usuarios particulares y/o cuyos servicios sean
afectados a vivienda familiar y o asociaciones civi-
les sin fines de lucro.

Resarcimiento por daños materiales

Art. 58. – En el caso de qua se produzcan daños
a las instalaciones y/o artefactos, muebles, rodados,
inmuebles, provocados por deficiencias en la cali-
dad técnica del suministro o prestación del servi-
cio, imputables a la prestadora, deberá ésta hacerse
cargo de la reparación y/o reposición correspondien-
te. En el caso de daños a las personas se regirá por
la vía de la responsabilidad civil correspondiente.

Resarcimiento a comercios y empresas

Art. 59. – De acuerdo a lo dispuesto en el artícu-
lo 53 y en los casos que, se interrumpiere la presta-
ción de servicios públicos causando daños econó-
micos a comercios, empresas, que cuente con la
habilitación correspondiente, la prestadora del ser-
vicio público deberá restablecer la pérdida ocasio-
nada, abonando además una indemnización equiva-
lente al lucro cesante sufrido.

Art. 60. – No serán motivo de resarcimiento aque-
llas interrupciones programadas de servicios por re-
paraciones y/o mantenimiento, debidamente anun-
ciadas con una anticipación de 48 horas.

Art. 61: Todo usuario de servicios públicos, que
no abone la factura correspondiente al servicio con-
sumido, tendrá la obligación de pagar el monto de

capital adeudado, con más la tasa de interés utiliza-
da por el Banco de la Nación Argentina, en sus ope-
raciones de descuento, desde la fecha de vencimien-
to de cada factura hasta la de su efectivo pago.

Art. 62. – Todos los organismos de regulación,
fiscalización y control de los distintos servicios
públicos deberán garantizar a los usuarios aten-
ción personalizada durante ocho horas en los días
hábiles.

Art. 63. – Todo usuario de un servicio público se
encuentra obligado a:

a) Informar correctamente todos los datos que
le sean requeridos por el prestador al solici-
tar el servicio y mantenerlos actualizados;

b) Utilizar el servicio en forma tal de no pro-
vocar perturbaciones o perjuicios a las
instalaciones del prestador, otros usuarios
o terceros;

c) Mantener sus instalaciones en buenas con-
diciones de funcionamiento;

d) Cumplir con las reglamentaciones vigentes
para la utilización del servicio;

e) En los casos de los servicios públicos do-
miciliarios de luz, gas y agua no suministrar
a terceros sin autorización del prestador;

f) En los casos que así corresponda, facilitar
el acceso del personal de la distribuidora a
los instrumentos de medición para su con-
trol y/o lectura;

g) Limitarse a utilizar el servicio en las condi-
ciones pactadas.

CAPÍTULO XI

De los reglamentos de usuarios

De su aprobación, contenido y publicidad

Art. 64. – El organismo de regulación, fiscaliza-
ción y control correspondiente deberá aprobar el re-
glamento de usuarios a propuesta de la Comisión
de Asociaciones de Usuarios y del Concesionario
del Servicio Público de que se trate. El contenido
en ningún caso podrá contradecir lo dispuesto por
la presente norma. Aquellos reglamentos que se en-
cuentren aprobados por el ente correspondiente y
su contenido se contraponga a estas disposiciones,
no serán oponibles a los usuarios, debiendo apli-
carse las disposiciones de la presente ley.

Art. 65. – Todos los organismos de regulación fis-
calización y control, que hayan aprobado reglamen-
tos de usuarios de servicios públicos, deberán den-
tro de los noventa (90) días de sancionada la
presente, adecuarlos conforme a estas disposicio-
nes y prever la obligación de la prestataria en caso
de emergencia sanitaria.

Emergencia sanitaria
Art. 66. – En el caso que el concesionario de un

servicio público, o el organismo de regulación, fis-
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calización y control que corresponda, advirtiere que
la calidad del servicio que presta pueda poner en
riesgo la integridad física y/o afectar la salud del
usuario, deberá informarlo de inmediato a través de
distintos medios de comunicación masiva, como la
prensa, radiofonía y televisión de difusión general,
sin perjuicio de otros medios alternativos, que se
consideren convenientes para que toda la población
tenga acceso a dicha información indicando, en su
caso, las medidas que correspondan adoptar a los
usuarios.

Art. 67. – Cuando el organismo de regulación, fis-
calización y control que corresponda, aprobare un
reglamento general de usuarios, que rija las relacio-
nes entre el prestador y usuario, deberá ordenar su
publicación en un medio masivo de comunicación
de alcance nacional.

Primacía de la ley más favorable al usuario

Art. 68. – Los organismos reguladores, en parti-
cular, deberán hacer prevalecer las disposiciones de
la presente ley, debiendo apartarse de toda aplica-
ción de normas, resoluciones, decretos que se con-
trapongan al espíritu de la presente.

Audiencia pública

Art. 69. – Los organismos de regulación, fiscali-
zación y control de servicios públicos deberán so-
meter al procedimiento de audiencia pública, bajo
pena de nulidad, toda cuestión que afecte de ma-
nera sustancial la competencia o que afecte de ma-
nera sustancial o colectiva los derechos o intere-
ses de consumidores y usuarios.

La presente disposición regirá sin perjuicio de
la obligación de convocar a audiencia pública en
los casos previstos en los marcos regulatorios
específicos.

Información

Art. 70. – Toda la información que se encuentre
en poder de un organismo de control será conside-
rada información pública, excepto cuando dicho or-
ganismo, de oficio o a pedido de parte, la haya de-
clarado confidencial mediante resolución fundada.
La información pública estará a disposición de cual-
quier persona que la solicite. Si un organismo de
control y regulación de servicios públicos le negare
a una persona interesada el acceso a la información
pública en su poder, esa persona podrá iniciar la ac-
ción expedita de información de acuerdo a lo dis-
puesto en la presente ley.

Art. 71. – Los organismos de regulación, fiscali-
zación y control de servicios públicos deberán re-
querir a los prestadores sometidos a su competen-
cia toda la información necesaria para el desarrollo
de sus funciones y los prestadores tendrán la obli-
gación de brindarla.

Art. 72. – Sin perjuicio de las disposiciones esta-
blecidas en los marcos regulatorios sectoriales en ma-
teria de contabilidad e información las empresas
prestadoras deberán remitir a los respectivos organis-
mos, en tiempo y forma, la documentación requerida
por la Comisión Nacional de Valores a las entidades
que realizan oferta pública de acciones. Las empresas
prestadoras deberán hacer conocer por los medios de
publicación masiva sus estados económicos financie-
ros anuales auditados en tiempo y forma.

Acción expedita de información regulatoria

Art 73. – En aquellos casos en que los presta-
dores se negaren a proporcionar la información so-
licitada por el organismo, éste deberá iniciar acción
expedita de información. A tal efecto, deberá solici-
tar al juez federal con competencia territorial en lo
contencioso administrativo de la Capital Federal, o
al juez federal con competencia territorial, la acción
conducente para la obtención de la información que
fuera denegada o presentada en forma insuficiente,
alegando fundadamente las razones que avalan la
solicitud. El juez competente deberá resolver el pe-
dido en el término de 48 horas, la resolución del juez
será apelable en el término de 72 horas y el recurso
sólo podrá ser concedido con efecto devolutivo.

CAPÍTULO XII

Régimen de reclamos de los usuarios

Procedimiento para interponer reclamos, quejas y
consultas

Art. 74. – A los efectos de la medición y elabora-
ción de los indicadores de la calidad en la atención
a los usuarios, los organismos de regulación, fisca-
lización y control deberán clasificar adecuadamen-
te la recepción de reclamos que los usuarios formu-
len ante el prestatario del servicio, por un lado, y
las consultas que se formulen en el ejercicio del de-
recho a recibir información general, veraz y comple-
ta, por otro.

Los organismos de regulación, fiscalización y
control dictarán el procedimiento que regularmente
la presentación de los reclamos de los usuarios ante
los prestadores del servicio o bien adaptarán los
procedimientos vigentes, en ambos casos, confor-
me a la presente ley.

Asimismo, los procedimientos establecidos y los
plazos para resolver los reclamos deberán especifi-
car aquellos que resulten de mero trámite, de aque-
llos que requieren de una sustanciación de los mis-
mos, de conformidad con los lineamientos que se
establecen en los artículos siguientes.

Art. 75. – Los reclamos que los usuarios presen-
ten fundados en el déficit de la calidad técnica o
comercial de los servicios públicos, o por la inade-
cuada explotación de las concesiones de obra pú-
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blica, deberán ser interpuestos ante el prestatario
del servicio, debiéndose observar las siguientes
reglas:

a) Las normas de procedimiento interno del
prestador del servicio, previamente aproba-
das por el organismo de regulación, fiscali-
zación y control, que tendrán carácter uni-
forme, general y estándar para todos los
usuarios, no podrán desnaturalizar sus obli-
gaciones, limitar su responsabilidad por
daño e importar renuncia o restricción de los
derechos de los usuarios o contener cual-
quier precepto que imponga la inversión de
la carga de la prueba en perjuicio de los mis-
mos.

b) Los usuarios podrán interponer reclamos en
forma escrita, personal, por correo, fax o co-
municación electrónica, debiendo recibir
respuesta del prestador del servicio en un
plazo no mayor a cinco (5) días hábiles, ex-
cepto que por la naturaleza y complejidad
del asunto se requiera un plazo adicional de
cinco (5) días hábiles, lo que deberá estar
fundado por escrito ante el usuario.

c) Si el reclamo se formulará vía telefónica, la
respuesta será realizada por la misma vía de
comunicación debiendo implementarse me-
canismos que permitan registrar la fecha,
hora y contenido del reclamo y la fecha, hora
y contenido de la pertinente respuesta.

d) En los casos que los marcos regulatorios vi-
gentes fijaran un plazo menor, éstos serán
de aplicación preferente respecto de los pla-
zos previstos en este artículo.

e) Las prestatarias de servicios deberán con-
tar con una línea telefónica destinada exclu-
sivamente para la atención de los reclamos
y sugerencias o consultas del público, de
cobro revertido.

f) El usuario deberá recibir comprobante debi-
damente registrado de todo reclamo inicia-
do, así como de las consultas mencionadas
en el artículo anterior. En dicho comproban-
te debe constar el número de expediente, el
objeto del reclamo y la fecha de la actuación.

g) El prestador del servicio coordinará con el
organismo regulador, fiscalizador y de con-
trol las medidas conducentes para la inme-
diata comunicación entre ambos y, de esa
manera, facilitarle a este último el seguimien-
to de los reclamos incoados por los usua-
rios.

Art. 76. – El usuario que no hubiere recibido res-
puesta satisfactoria o frente al silencio del prestador
del servicio, podrá presentarse ante el organismo
de regulación, fiscalización y control, acreditando
la constancia de haber interpuesto el reclamo ante

el prestador del servicio. Una vez realizada la pre-
sentación, y en caso de duda sobre la competencia
del organismo regulador, fiscalizador y de control
para entender en el reclamo, el organismo deberá
expedirse dentro de los diez (10) días, y en caso de
pronunciarse competente y que el reclamo justifi-
que su sustanciación, designará el instructor a car-
go de llevar adelante la resolución del reclamo in-
terpuesto. En caso de pronunciarse incompetente,
comunicará al usuario tal decisión y procederá al
archivo de las actuaciones.

Si de conformidad al procedimiento que al efecto
dicte cada organismo de regulación, fiscalización y
control, el reclamo interpuesto no requiriese de nin-
guna sustanciación resolverá sobre el mismo y, de
corresponder, ordenará su cumplimiento al presta-
tario del servicio dentro de los cinco (5) días hábi-
les o requerirá en el mismo plazo, un descargo por
el prestador del servicio, debiendo observarse en
lo pertinente lo dispuesto en el artículo siguiente.

En aquellos casos en que la denuncia se relacio-
ne a conductas anticompetitivas o al abuso de po-
sición dominante, el organismo de regulación, fis-
calización y control, deberá remitir el expediente a
la autoridad de aplicación de la ley 25.156, de de-
fensa de la competencia.

Art. 77. – Los reclamos se sustanciarán de acuer-
do al siguiente procedimiento:

a) Formalidades: las formalidades que deberán
observarse son las siguientes:

1. La presentación del usuario podrá ser
efectuada en forma personal o por apo-
derado.

2. Los plazos se computarán en días há-
biles administrativos.

b) Audiencia: si la cuestión a resolver tuviera
una entidad tal que justificara la convoca-
toria a una audiencia de conciliación de con-
formidad a la reglamentación que se dicte al
efecto, el organismo de regulación, fiscali-
zación y control podrá convocar a la misma,
al momento de dar traslado conforme a lo
dispuesto en el inciso siguiente. De arribarse
a un acuerdo de conciliación se dará por ter-
minado el reclamo con la suscripción del acta
de conciliación.

c) Traslado: el organismo de regulación, fisca-
lización y control notificará del reclamo pre-
sentado al prestador del servicio, junto con
la fecha de la convocatoria a audiencia de
conciliación otorgándole un plazo de diez
(10) días hábiles para tomar vista y formular
los descargos que estime corresponder. La
presentación de solicitudes de vista de las
actuaciones adicionales, no suspenderá el
plazo para la presentación del descargo, ex-
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cepto que se acredite que no fue posible ac-
ceder a tomar vista de las actuaciones.

d) Apertura a prueba: de no arribarse a un
acuerdo, se procederá a la apertura a prue-
ba de los hechos afirmados por cada una de
las partes, debiendo contemplar la formula-
ción de alegatos.

e) Conclusión del procedimiento: con el infor-
me del funcionario interviniente y, en su
caso, con el informe de los mediadores el or-
ganismo de regulación, fiscalización y con-
trol deberá expedirse respecto del reclamo
planteado por el usuario en un plazo no ma-
yor a treinta (30) días.

El organismo de regulación, fiscalización y
control propondrá a las partes que, a libre elec-
ción, opten para resolver sus diferencias ante los
tribunales arbitrales de consumo existentes, en
los términos del decreto 276, de fecha 11 de
marzo de 1998, y sus normas reglamentarias. En
caso de seguirse esta vía, la decisión de los men-
cionados tribunales arbitrales de consumo, ago-
tará la vía administrativa.

Coordinación de oficinas

Art. 78. – Los organismos de regulación, fiscali-
zación y control deberán coordinar y establecer las
medidas y acciones conducentes para que los usua-
rios de los servicios puedan formular o interponer
reclamo en cualquiera de las oficinas o delegacio-
nes de los organismos de regulación, fiscalización
y control.

A tal efecto, todo organismo de regulación, fis-
calización y control que reciba reclamos de otros
organismos deberá contar con un espacio disponi-
ble para recepcionar reclamos de otros servicios y
prever lo necesario para cumplir con los plazos aquí
establecidos.

Los convenios también podrán celebrarse entre
organismos de regulación, fiscalización y control
aun cuando ambos cuenten con oficinas en una mis-
ma localidad o partido, en cuyo caso el usuario que
interpusiere un reclamo en otro organismo de regu-
lación, fiscalización y control al que correspondiere
en razón de la materia, asumirá el costo que tal trá-
mite genere.

Los organismos de regulación, fiscalización y
control designarán a uno de los miembros del di-
rectorio para representar en una comisión de coor-
dinación de organismos de regulación, fiscalización
y control para la correcta ejecución de las acciones
previstas en este artículo.

Asimismo, los organismos de regulación, fiscali-
zación y control deberán adoptar las acciones con-
ducentes para establecer un número telefónico uni-
forme de atención de reclamo a los clientes, gratuita,

sin perjuicio del mantenimiento de otras vías de co-
municación alternativas para la recepción de los mis-
mos.

CAPITULO XIII

Régimen de audiencias públicas

Reglamento

Art. 79. – Los organismos de regulación, fiscali-
zación y control deberán dictar un reglamento de
audiencias públicas que observe los siguientes
liniamientos o adaptar, de corresponder, el reglamen-
to vigente:

a) Principios: a fin de brindar el acceso a la in-
formación adecuada a todas las personas
que sean partes en la misma, los principios
que regirán la celebración de audiencias pú-
blicas serán: la publicidad y el libre acceso
de los interesados;

b) Partes: serán parte de la audiencia pública,
toda persona física o jurídica que tenga un
derecho subjetivo o un interés legítimo o di-
fuso vinculado al objeto de la convocatoria,
las cuales deberán acreditar tal carácter, de
conformidad a los extremos que establezca el
reglamento dictado por el organismo de re-
gulación, fiscalización y control al efecto.

c) Supuestos de convocatoria obligatoria: sin
perjuicio de los supuestos de convocatoria
mencionados en cada uno de los marcos
regulatorios vigentes, se considera obliga-
toria su convocatoria, bajo apercibimiento de
nulidad de la decisión que se adopte, cuan-
do se trate de:

1. Decidir sobre las revisiones o modifica-
ciones tarifarias, sean éstas regulares o
extraordinarias.

2. Modificar el reglamento en el que es-
tén fijadas las condiciones de presta-
ción del servicio o condiciones de ex-
plotación de las concesiones de obra
pública, el reglamento del usuario o de
suministro o cualquier denominación
equivalente.

3. Proceder a la prórroga, renovación, o
cesión de concesiones, licencias y/o
permisos.

d) Recursos: los organismos de regulación, fis-
calización y control contarán con personal
capacitado en la conducción de audiencias
públicas, dotarán de recursos materiales y
tecnológicos a las oficinas que estén encar-
gadas de organizar y coordinar las audien-
cias, debiendo prever en su presupuesto los
recursos económicos adecuados para las
áreas encargadas de organizar las audien-
cias.
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Procedimiento

Art. 80. – Las audiencias deberán ser convocadas
con una antelación no menor a los treinta (30) días,
fijando fecha, hora y lugar en que se llevarán a cabo.

La convocatoria se comunicará por medio feha-
ciente y se publicará, al menos, en un medio de co-
municación nacional y otro local de la zona donde
se realice la audiencia pública, debiendo detallar, una
relación breve y clara de los temas y cuestiones a
ser debatidas, determinar fecha, hora y lugar para
la presentación de los interesados, y obtención de
pruebas y copias.

La documentación referente a las cuestiones a
debatir deberá ponerse a disposición para su con-
sulta en las oficinas del organismo de regulación,
fiscalización y control al menos con veinte (20) días
de anticipación.

Será parte de la audiencia el defensor de los usua-
rios que designe la Comisión Asesora de los Usua-
rios, el cual deberá, velar por la protección de los
derechos de sus defendidos, a través de presenta-
ción de los hechos e invocación de derechos que
convengan a los intereses de éstos.

En todos los casos, el organismo regulador,
fiscalizador y de control deberá dejar constancia en
el expediente de la audiencia pública, de su dicta-
men fundado, respondiendo a todas y cada una de
las cuestiones que se debatan en la audiencia pú-
blica, lo que se considera un elemento esencial pre-
vio a la emisión del acto. La opinión expuesta por
el defensor de los usuarios no reviste carácter
vinculante, pero su rechazo deberá ser fundado, in-
tegrando los considerandos de la resolución que se
adopte.

Procedimiento previo para la disponibilidad de
la información

Art. 81. – Cuando los marcos regulatorios enco-
mienden la celebración de audiencias públicas a los
organismos de regulación, fiscalización y control en
materia de revisiones tarifarias o modificación de re-
gímenes tarifarios, el organismo de regulación, fis-
calización y control, sujeto a este capítulo, convo-
cará con adecuada antelación, fijada en cada caso
en el reglamento de audiencias públicas que dicte
al efecto, a los interesados a fin de participar en el
proceso de recolección de la información vinculada
a los temas que serán debatidos en la audiencia pú-
blica. Los interesados deberán solicitar ser tenidos
por parte en los plazos que fije la reglamentación, a
fin de estar habilitados a participar en la audiencia
pública que se celebre al efecto.

Procedimientos de consulta ciudadana

Art. 82. – Los organismos de regulación, fiscali-
zación y control podrán en ocasión de dictar actos
de alcance general, establecer procedimientos y me-

canismos para la elaboración participada de normas,
debiendo dictar la reglamentación del procedimien-
to a esos efectos.

Jurisdicción obligatoria y agotamiento
de la vía administrativa

Jurisdicción previa obligatoria y funciones juris-
diccionales

Art. 83. – Las controversias que se susciten en-
tre los prestatarios del servicio o agentes que ac-
túan en el sector, sean personas físicas o jurídicas,
así como con los usuarios y con todo tercero inte-
resado, con motivo de la prestación del servicio re-
gulado o de la concesión de obra pública, deberán
ser sometidas a la jurisdicción obligatoria de los or-
ganismos de regulación, fiscalización y control quie-
nes resolverán en el marco de su competencia re-
conocida en cada marco regulatorio, con excepción
de lo dispuesto en los artículos 76 y 77 de la pre-
sente ley.

Las decisiones que adopte en consecuencia se-
rán de naturaleza jurisdiccional y apelables ante la
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencio-
so Administrativo Federal de la Capital Federal, o
de corresponder, ante la cámara federal competente
en el interior del país.

El recurso deberá interponerse fundado ante el
mismo organismo de regulación, fiscalización y con-
trol dentro de los treinta (30) días hábiles de notifi-
cada la resolución. Las actuaciones se elevarán a la
cámara antes mencionada, dentro de los cinco (5)
días hábiles contados desde la interposición del re-
curso, quien dará traslado por quince (15) días a la
otra parte. El pronunciamiento sobre la proceden-
cia formal del recurso corresponderá a la Cámara de
Apelaciones en lo Contencioso Administrativo, Fe-
deral de la Capital Federal competente.

El recurso de alzada sólo procederá en los térmi-
nos del artículo 99 del Reglamento de Procedimien-
tos Administrativos, decreto 1.759/72 t.o. 1991.

Agotamiento de la vía administrativa. Recurso de
alzada

Art. 84. – Todas las resoluciones que dicten los
organismos de regulación, fiscalización y control
agotan la vía administrativa.

Fuera del supuesto mencionado en el artículo an-
terior, podrá interponerse recurso de alzada, en los
términos del Reglamento de Procedimientos Admi-
nistrativos, decreto 1759/72 t.o. 1991, contra aque-
llas resoluciones del organismo de regulación, fis-
calización y control, cuando las mismas constituyan
actos de alcance general o cuando la decisión adop-
tada haya sido fundada en la interpretación del al-
cance de las disposiciones del marco regulatorio.
Esta previsión no limita en forma alguna lo previsto
en los capítulos 13 y 14 de la ley 24.240.
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Se excluyen del párrafo precedente para la pro-
cedencia del recurso de alzada, las sanciones a los
prestatarios del servicio aplicadas por los organis-
mos de regulación, fiscalización y control, las que
podrán impugnarse en los términos del articulo 83
de la presente ley.

Todos los recursos de alzada que se interpongan
en los términos del presente artículo y del artículo
anterior serán resueltos por el ministerio que corres-
ponda, de acuerdo a la materia, el que podrá dele-
gar en las secretarías dependientes del mismo, que
resulten competentes en razón de la materia.

Las asociaciones de usuarios debidamente regis-
tradas al amparo de la ley 24.240, en los recursos
que interpongan respecto de decisiones de los en-
tes de regulación, fiscalización y control, gozarán
del beneficio de litigar sin gastos en los términos
de los artículos 78 y siguientes, del Código Proce-
sal Civil y Comercial de la Nación.

CAPITULO XIV

Adecuación de los organismos de regulación
y control - Régimen del Ente Nacional Regulador

de la Electricidad (ENRE)

Art. 85. – Derogación: se derogan los artículos 55,
57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66 incisos b), c), d) y
e), 68, 69, 72 y 76 de la ley 24.065, así como aquellas
disposiciones que los reglamenten y los complemen-
ten, en cuanto se contrapongan a lo dispuesto en
el título I, II, III, IV y V de la presente ley.

La tasa creada en el inciso a) del artículo 66 de la
ley 24.065 quedará derogada a partir de la entrada
en vigencia de la tasa de funcionamiento prevista
en el artículo 35 de la presente ley.

Régimen del Ente Nacional Regulador del Gas
(ENARGAS)

Art. 86. – Derogación: se derogan los artículos 51,
53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62 incisos b), c), d) y
e), 64, y 70 de la ley 24.076 y aquellas disposicio-
nes que los reglamenten y los complementen, en
cuanto se contrapongan a lo dispuesto en el título
I, II, III, IV y V de la presente ley.

El régimen de la tasa de fiscalización creada en el
inciso a) del artículo 62 de la ley 24.076 quedará de-
rogada a partir de la entrada en vigencia de la tasa
de funcionamiento prevista en el artículo 42 de la
presente ley.

Régimen del Ente Tripartito de Obras y Servicios
Sanitarios (ETOSS)

Art. 87. – Directorio: Autorízase al Ministerio de
Infraestructura y Vivienda a celebrar y suscribir un
acuerdo con la provincia de Buenos Aires y el Go-
bierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a
fin de adecuar la integración del directorio del Ente

Tripartito de Obras Sanitarias (ETOSS) al régimen
de la presente ley, manteniendo la representación
vigente.

Art. 88. – Modificaciones al régimen vigente: de-
rogase el artículo y del decreto 999 de fecha 18 de
junio de 1992, 16, 18, 19, 20, 22, 23, 24 incisos a),
b), c), d), e) y f), 25 incisos a), c) d) e) y f), 26, 27,
68, 69, 72 del Anexo I del decreto mencionado pre-
cedentemente, en cuanto se contrapongan a lo dis-
puesto en el título I, II, III, IV y V de la presente
ley.

Los incisos c) y d) del artículo 25 del Anexo I del
decreto 999/1992 quedan derogados a partir de la
entrada en vigencia prevista en el artículo 42 de la
presente ley, sin perjuicio de la vigencia de los su-
jetos obligados al pago de dicha tasa.

Art. 89. – Comisión Asesora: el Régimen del Ente
Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios (ETOSS)
adoptará las acciones conducentes para coordinar
con la Comisión Asesora creada por el artículo 21
Anexo I del decreto 999/1992 la adaptación de la
misma, al régimen previsto en la presente ley.

Régimen de la Comisión Nacional
de Comunicaciones (CNC)

Art. 90. – Entidad autárquica: dispónese la trans-
formación de la Comisión Nacional de Comunica-
ciones (CNC), creada por el artículo 1° del decreto
1.185 de fecha 22 de junio de 1990 y sus modifi-
catorios, en entidad autárquica en los términos del
artículo 11 de la presente ley.

Art. 91. – Modificaciones al régimen vigente: se
derogan los artículos 3º, 10 en sus incisos c), d) y
e), 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 33 y 39 del decreto 1.185
de fecha 22 de junio de 1990, sus modificatorios y
complementarios y toda otra normativa vigente, en
cuanto se contraponga a lo dispuesto en el título I,
II, III, IV y V de la presente ley.

El artículo 10 inciso a) y b) y el artículo 11 del
decreto 1.185/1990, sus modificatorios y complemen-
tarios mantendrá su vigencia hasta la aplicación de
la tasa prevista en el art ículo 42 de la presente ley.

Régimen del Organismo Regulador del Sistema
Nacional de Aeropuertos (ORSNA)

Art. 92. – Entidad autárquica. Dispónese la trans-
formación del Organismo Regulador del Sistema Na-
cional de Aeropuertos (ORSNA), creado por el ar-
tículo 14 del decreto 375, de fecha 24 de abril de
1997, en entidad autárquica en los términos del artí-
culo 1° de la presente ley.

Art. 93. – Modificaciones al régimen vigente.
Deróganse los artículo 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24,
25, 26, 27 incisos b), c), d) y e), 28 segundo párrafo,
29 y 30 del decreto 375/1997 y sus modificatorias,
en cuanto se contrapongan a lo dispuesto en el tí-
tulo I, II, III, IV y V de la presente ley.
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Art. 94. – Tasa de funcionamiento. Los ingresos
del Organismo Regulador del Sistema Nacional de
Aeropuertos (ORSNA) que constituirán la tasa de
funcionamiento calculada conforme lo previsto en
el artículo 42, se conformarán con un porcentual del
canon que deberá abonar el concesionario en vir-
tud del artículo 27 del decreto, 375/1997 y sus re-
glamentaciones.

Dicho organismo deberá determinar la proporción
del mismo que refleje adecuadamente la cobertura
de su presupuesto, lo que será comunicado al mi-
nisterio que corresponda, para su aprobación.

Régimen de la Comisión Nacional de Regulación
del Transporte (CNRT)

Art. 95. – Entidad Autarquía. Dispónese la trans-
formación de la Comisión Nacional de Regulación
del Transporte (CNRT), creada por artículo 40 del
decreto 660 del 24 de Junio de 1996, en entidad
autárquica en los términos del artículo 11 de la pre-
sente ley.

Art. 96. – Modificaciones al régimen vigente.
Deróganse el artículo 3° del decreto 1.388 de fecha 29
de noviembre de 1996 y los artículos 2°, 10, 11, 12, 13
y 14 del Anexo I del decreto mencionado preceden-
temente, en cuanto se contrapongan a lo dispues-
to en el título I, II, III, IV y V de la presente ley.

Régimen del Organismo de Control
de las Concesiones Viales (OCCOVI)

Art. 97. – Entidad autárquica. Dispónese la
transformación del Organismo de Control de las
Concesiones Viales, reestructurado por decreto
87 de fecha 25 de enero de 2001 y creado por el
artículo 10 del Anexo I del decreto 1.994 de fe-
cha 23 de septiembre de 1993, en entidad
autárquica en los términos del artículo 11 de la
presente ley.

Art. 98. – Modificaciones al régimen vigente:
Deróganse los artículos 12, 13 incisos b), c), d),
e) y f), 14, 15, 17.1, 17.2. , 17.3, 17.4, 17.5, 17.6,
17.7, 21, 22, 23, 24, 25.1, 29, 30 y 33 del Anexo I
del decreto 1.994/1993, los artículos 6° y 9° del
decreto 87/2001, los artículos 10 incisos b), c),
d), e) y f), 19, 20, 21, 22 primer párrafo, 23, 24, 27
del Anexo I del decreto 517 de fecha 13 de mayo
de 1998 en cuanto se contrapongan a lo dispues-
to en el título I, II, III, IV y V de la presente ley.

Los recursos contemplados en el inciso a) del
artículo 10 del anexo I del decreto 517 de fecha
13 de mayo de 1998 y en el inciso a) del artículo
13 del anexo I del decreto 1.994/1993 quedarán
sin efecto a partir de la entrada en vigencia de la
tasa prevista en el artículo 42 de la presente ley.

El Organismo de Control de las Concesiones
Viales (OCCOVI) adoptará las acciones condu-
centes para coordinar con la comisión asesora

creada por el artículo 21 del anexo I del decreto
1.994/1993 para la adaptación de la misma al ré-
gimen previsto en la presente ley.

Disposiciones transitorias

Art. 99. – Convocatoria para la selección de los
miembros del directorio. Los comités de selección
una vez designados convocarán al concurso de
oposición y antecedentes en los términos de la
presente ley, dentro de los treinta (30) días desig-
nados, para la selección de los presidentes del di-
rectorio de los organismos de regulación, fiscali-
zación y control comprendidos en la presente ley,

Finalizada la selección de los presidentes de los
directorios, se procederá a la elección de los res-
tantes miembros del directorio, excepto que con
anterioridad venciera el mandato en alguno de es-
tos cargos, en cuyo caso se procederá inmediata-
mente a su convocatoria y selección.

En el caso de organismos interjurisdiccionales,
la selección del comité de selección alcanzará a
los representantes del Estado nacional.

En los casos de urgencia en la designación de
los miembros de los directorios, cuya dilación pu-
diera poner en riesgo el sistema de renovación es-
calonado de alternancia en curso, el comité de se-
lección podrá reducir los tiempos previstos en el
presente régimen.

Los actuales miembros del directorio de los or-
ganismos de regulación, fiscalización y control
podrán presentarse como postulantes a la convo-
catoria precedentemente mencionada, no siendo por
tanto de aplicación a estos efectos lo dispuesto en
el artículo 19 último párrafo de la presente ley.

Art. 100. – Mantenimiento transitorio en los car-
gos: los miembros del directorio de los organismos
de regulación, fiscalización y control que se encuen-
tren en funciones, comprendidos en el título VI, que
ocupan actualmente los cargos de presidente y vi-
cepresidente, de conformidad a la integración y de-
nominación de los cargos conforme al régimen vi-
gente al sancionarse la presente ley, ocuparán los
cargos de presidente y vicepresidente primero, en
forma transitoria hasta tanto se encuentren desig-
nados los miembros de los directorios para los res-
pectivos cargos de conformidad al presente título.

El cargo de vicepresidente segundo será cubier-
to transitoriamente en los términos de lo estableci-
do en los párrafos precedentes, por el vicepresiden-
te segundo o en caso de no existir tal cargo, por
uno de los vocales de la integración actual de los
directorios, conforme a las siguientes reglas:

a) Tendrá prioridad para ocupar el cargo el vo-
cal de mayor jerarquía.

b) De no existir cargos de diferentes jerarquías
entre los vocales, será ocupado por aquel
que tuviere el mayor tiempo de mandato
pendiente.
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De encontrarse vacante el cargo de presidente o
vicepresidente será ocupado transitoriamente has-
ta la selección de presidente o del vicepresidente
por parte del comité de selección, por el vicepresi-
dente o el vocal respectivamente; en este último
caso, conforme las reglas precedentemente mencio-
nadas.

A los efectos del presente artículo, los cargos de
director ejecutivo y de vicedirector ejecutivo que
estuvieran reconocidos en los organismos de regu-
lación, fiscalización y control con facultades de ad-
ministración y dirección de los mismos y que no tu-
vieran directorio, se considerarán equivalentes a los
cargos de presidente y de vicepresidente del direc-
torio respectivamente.

Art. 101. – Escalonamiento. Será aplicable el
escalonamiento previsto en el artículo 17 inciso b)
de la presente ley, para aquellos directorios que ac-
tualmente no cuentan con el mismo. A tal efecto, el
ministerio que corresponda de acuerdo a la materia
fijará la reducción de los mandatos vigentes para la
correcta alternancia en el ejercicio de los cargos.

En aquellos casos que, al momento de la sanción
del presente régimen, los mandatos de los directo-
res no tuvieran un régimen de escalonamiento pre-
visto y que el mismo sea puesto en marcha en fun-
ción de lo dispuesto en el párrafo precedente, el
plazo previsto de incompatibilidad y la percepción
de la remuneración establecida en el inciso a) y b)
respectivamente del artículo 17 de la presente ley,
será reducida proporcionalmente no pudiendo nun-
ca ser inferior a seis (6) meses.

Facultades

Art. 102. – Facúltase al Poder Ejecutivo a dictar
las normas complementarias y aclaratorias a que dé
lugar la aplicación de lo dispuesto en el presente
acto, sin derogar normas de fondo atinentes a la
prestación de los servicios públicos.

Funciones y misiones de los organismos de re-
gulación, fiscalización y control.

Art. 103. – Los ministros de las áreas correspon-
dientes elevarán, dentro de los ciento veinte (120)
días de sancionada la presente ley, a la aprobación
por parte del Poder Ejecutivo nacional, y a propues-
ta del directorio del ente respectivo, el detalle de
funciones y misiones de los organismos de regula-
ción, fiscalización y control para su adecuación de
conformidad con los objetivos indicados en los mar-
cos regulatorios vigentes.

Una vez dictadas las normas precedentemente
mencionadas, el Poder Ejecutivo elaborará un texto
ordenado de la normativa aplicable a los organis-
mos de regulación, fiscalización y control, el cual
será elevado al Congreso de la Nación para su apro-
bación o rechazo.

Invitación a las provincias

Art. 104. – Invítase a las provincias al dictado de
un régimen similar al presente para los organismos
de regulación, fiscalización y control que actúen en
las respectivas jurisdicciones, así como en la selec-
ción de aquellos miembros de los directorios de or-
ganismos interjurisdiccionales.

Art. 105. – Excepción a la aplicación de lo dis-
puesto en título VI: Los actuales integrantes del di-
rectorio del Ente Nacional Regulador de la Electrici-
dad (ENRE) y del Ente Nacional Regulador del Gas
(ENARGAS) permanecerán en sus cargos hasta la
finalización de su mandato.

TITULO III

Comisión Bicameral

Art. 106. – Créase en el ámbito del Congreso de
la Nación la Comisión Bicameral Permanente de Se-
guimiento, Control y Renegociación de los contra-
tos celebrados por la administración pública, bajo
normas de derecho público, dentro del marco de la
ley 23.696.

Objeto

Art. 107. – La Comisión Bicameral Permanente de
Seguimiento tendrá como objetivo constituir y ejer-
cer la coordinación entre el Congreso de la Nación
y el Poder Ejecutivo nacional, a los efectos del
artículo 106 de la presente. Asimismo, deberá ejer-
cer el control y seguimiento en todos los procesos
de renegociación y/o modificación de los términos
de los contratos celebrados con la administración
pública nacional con motivo de la entrada en vi-
gencia de la ley 23.696 de reforma del Estado y
privatizaciones.

A los fines del cumplimiento de sus objetivos,
la Comisión Bicameral Permanente de Seguimiento
deberá ser informada permanentemente y/o a su re-
querimiento, de toda circunstancia que se produz-
ca en el desenvolvimiento de los temas relativos a
las prescripciones establecidas en la ley 23.969, y/
o las que en el futuro la reemplacen, debiéndosele
remitir junto con la información pertinente, la docu-
mentación relativa al tema en cuestión.

Podrá requerir información, formular las obser-
vaciones, propuestas y recomendaciones que es-
time pertinente y emitir dictamen en los asuntos a
su cargo, convocar a audiencia pública en los tér-
minos del artículo 42 de la Constitución Nacional.
Como así también podrá invitar a los entes regula-
dores y los representantes de las empresas
concesionarias para que emitan su opinión.

Asimismo, la Auditoría General de la Nación y la
Sindicatura General de la Nación actuaran en cola-
boración permanente con la Comisión Bicameral
Permanente de Seguimiento.
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Integración

Art. 108. – La Comisión Bicameral Permanente de
Seguimiento estará integrada por seis senadores y
seis diputados, elegidos por las honorables Cáma-
ras de Senadores y Diputados de la Nación, respe-
tando la pluralidad de la representación política de
las Cámaras. El presidente de la comisión será de-
signado a propuesta del bloque político de oposi-
ción con mayor número de legisladores en el con-
greso.

A los fines de su funcionamiento la Comisión
Bicameral Permanente de Seguimiento deberá dic-
tar su propio reglamento interno.

Competencia

Art. 109. – Todo proceso de renegociación o mo-
dificación de los contratos celebrados por la admi-
nistración pública, bajo normas de derecho público
en los términos de la ley 23.696, llevado a cabo por
el Poder Ejecutivo nacional, deberá ser puesto a
consideración de la Comisión Bicameral Permanen-
te de Seguimiento, en el plazo de quince (15) conta-
dos a partir del momento que se hubieren iniciado
las negociaciones.

Asimismo, deberá ser informada anualmente con
relación al cumplimiento de las obligaciones a car-
go de las concesionarias. Dicho informe deberá ser
realizado por Jefe de Gabinete de Ministros de la
Nación.

Abocamiento

Art. 110. – El dictamen producido por parte de
los organismos correspondientes, una vez finaliza-
do el proceso de renegociación o modificación de
los contratos, deberá ser elevado por el Poder Eje-
cutivo a la Comisión Bicameral Permanente de Se-
guimiento, con el objeto de que ésta se aboque a
su estudio, debiendo dictaminar en un plazo no ma-
yor de noventa (90) días.

Dictamen

Art. 111. – La Comisión Bicameral Permanente de
Seguimiento emitirá despacho aconsejando la apro-
bación o rechazo del dictamen elevado por el Poder
Ejecutivo.

El despacho de comisión deberá ser acompaña-
do por un informe escrito por medio del cual se ex-
prese de manera clara y fundamentada las razones
de la decisión adoptada.

Elevación y tratamiento

Art. 112. – Emitido el dictamen el mismo será ele-
vado a las respectivas Cámaras en un plazo no ma-
yor de quince (15) días, a los fines de su incorpora-
ción en el orden del día y posterior tratamiento. Para

proceder al rechazo del dictamen producido por la
Comisión Bicameral Permanente de Seguimiento,
será necesario la mayoría absoluta de los miembros
presentes de cada una de las Cámaras.
Efectos

Art. 113. – La aprobación o rechazo del dictamen
elevado por la Comisión Bicameral Permanente de
Seguimiento, por parte de ambas Cámaras tendrá ca-
rácter vinculante para el Poder Ejecutivo.

Incumplimiento

Art. 114. – El incumplimiento de las disposiciones
establecidas en la presente ley por parte del Poder
Ejecutivo traerá aparejada la nulidad absoluta de to-
dos los actos celebrados en su consecuencia.

Derogación

Art. 115. – Derógase el artículo 14 de la ley 23.696
y artículo 2 del decreto 293/02. y toda norma que se
oponga a la presente ley.

Art. 116. – La presente ley es de orden público.
Art. 117. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de las comisiones, 23 de septiembre de 2003

Miguel A. Giubergia. – Aldo H.
Ostropolsky. – Alfredo A. Martínez. –
Marta I. Di Leo. – Guillermo E.
Alchouron. – José C. Cusinato. – María
E. Herzovich. – Miguel A.
Mastrogiácomo. – Leopoldo R. Moreau.
– Miguel R. Mukdise. – Benjamín R.
Nieto Brizuela. – Horacio F. Pernasetti.
– Sarah A. Picazo. – Jesús Rodríguez.
– Héctor R. Romero. – Hugo G. Storero.

INFORME

Honorable Cámara:

Ante la decisión del bloque de la mayoría de sus-
cribir dictamen de comisión sobre el proyecto de ley
en revisión, expediente 131-S-03 sin aceptar modifi-
cación alguna hemos decidido suscribir el presente
dictamen en minoría que contiene tres títulos fun-
damentales:

El título primero referido a disposiciones genera-
les que plantea la prorroga del plazo de renego-
ciación de los contratos incorpora los criterios de
renegociación y la necesidad de que el Congreso
se expida en forma expresa ante la propuesta eleva-
da por el Poder Ejecutivo.

El título segundo establece el marco regulatorio
general de servicios públicos que en la práctica, re-
produce proyecto de ley del diputado Moreau, y
un dictamen de la Comisión de Obras Públicas so-
bre el tema.

El título tercero se refiere a la comisión bicameral
que con carácter permanente se crea unificando en
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una las dos comisiones bicamerales, actuales, la de
la ley 23.696, y la creada por el artículo 20 de la ley
25.561, cuyos dictámenes deben tener tratamiento
expreso de ambas Cámaras.

Por estas razones, y por las que expondrá el miem-
bro informante solicitamos la sanción del presente
proyecto de ley.

Horacio F. Pernasetti.

III

Dictamen de minoría

Honorable Cámara:

Las comisiones de Presupuesto y Hacienda,
Obras Públicas y Defensa del Consumidor han
considerado el expediente C.D.- 166/03, proyecto
de ley sobre prorroga del  proceso de
renegociación de los contratos de obras y servi-
cios públicos según ley 25.561; y, por las razo-
nes expuestas en el informe que se acompaña y
las que dará el miembro informante, aconsejan la
sanción del siguiente

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,…

Artículo 1° – Prorrógase hasta el 31 de diciembre
de 2004 la vigencia de los artículos 1º, 8, 9, 10, 13 y
20 de la ley 25.561.

Art. 2° – Incorpórase al texto del artículo 9 de la
ley 25.561, lo siguiente:

6) El costo cambiario producto del endeuda-
miento en monedas extranjeras será asumido
por las empresas como riesgo empresario.

Art. 3° – Establécese que no podrá celebrarse nin-
gún tipo de acuerdo con empresas que tengan pen-
dientes reclamos contra el Estado nacional fuera del
proceso de renegociación, ante tribunales naciona-
les y/o tribunales arbitrales internacionales y/o de
cualquier otra especie.

Art. 4° – El proceso de renegociación realizado
por el Poder Ejecutivo deberá incluir en la Unidad
de Renegociación y Análisis de Contratos de Ser-
vicios Públicos la participación de un representan-
te de los usuarios elegido de común acuerdo por
las asociaciones de defensa de usuarios y consu-
midores.

Art. 5° – Las propuestas de acuerdos de
renegociación de contratos realizadas por el Poder Eje-
cutivo deberán ser ratificadas por ley del Congre-
so, previa realización de audiencias públicas a fin
de producir prueba y preguntas recíprocas entre las
partes interesadas.

Art. 6° – La presente ley es de orden público y
entrará en vigencia al día siguiente de su publica-
ción en el Boletín Oficial

Art. 7° – Comuníquese al Poder Ejecutivo
Sala de las comisiones, 23 de septiembre de 2003.

Héctor T. Polino. – Elsa S. Quiroz. – María
A. González. – Rubén H. Giustiniani. –
Margarita O. Jarque. – Fernando C.
Melillo. – Rodolfo Rodil.

INFORME

Honorable Cámara:

La ley 25.561 en su artículo 9° autorizó al Poder
Ejecutivo a renegociar los contratos de obras y ser-
vicios públicos y estableció los criterios que debe-
rán contemplarse en las correspondientes renego-
ciaciones.

El artículo 8° de la mencionada ley dejó sin efec-
to, en los contratos celebrados por la administra-
ción pública bajo normas de derecho público, com-
prendidos entre ellos los de obras y servicios
públicos, las cláusulas de ajuste en dólar o en otras
divisas extranjeras y las cláusulas indexatorias ba-
sadas en índices de precios de otros países y cual-
quier otro mecanismo indexatorio. Asimismo, los
precios y tarifas resultantes de dichas cláusulas,
quedaron establecidos en pesos a la relación de cam-
bio un peso ($ 1) = (u$s l),

Por su parte, el artículo 10 de la referida ley pre-
vió que en ningún caso se autorizaría a las empre-
sas contratistas o prestadoras de servicios públi-
cos, a suspender o alterar el cumplimiento de sus
obligaciones.

Mediante el decreto 293/02 se reglamentó qué ti-
pos de contratos quedaban comprendidos y se es-
tableció el procedimiento al que quedaban someti-
das las renegociaciones de cada uno.

El artículo 2° del citado decreto dispuso que los
acuerdos de renegociación o las recomendaciones
de rescisión de la Comisión de Renegociación de
Contratos de Obras y Servicios Públicos del Minis-
terio de Economía se eleven al Poder Ejecutivo pre-
vio dictamen de la Comisión Bicameral de Segui-
miento creada por el artículo 20 de la ley 25.561 y,
cuando corresponda, el de la Comisión Bicameral
creada por el artículo 14 de la ley 23.696.

Posteriormente, el decreto 293/2002, fue derogado
por su similar 311/2003, que creó la Unidad de
Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios
Públicos en el ámbito de los ministerios de Economía
y Producción y de Planificación Federal, Inversión Pú-
blica y Servicios, con la misión de asesorar y asistir
al Poder Ejecutivo. Por su parte, el artículo 12 del de-
creto 311/2003, dispone que deberá comunicarse a las
comisiones bicamerales del Congreso de la Nación
creadas por el artículo 20 de la ley 25.561 y por el artí-
culo 14 de la ley 23.696, respectivamente
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A partir de ese momento, la unidad mencionada
reemplazó a la ya disuelta Comisión de Renegocia-
ción de Contratos de Obras y Servicios Públicos,
en el proceso de renegociación.

Asimismo, el Poder Ejecutivo envió al Senado de
la Nación un proyecto de ley (mensaje 313/2003) por
el cual se amplía el plazo de la renegociación de los
contratos hasta el 31 de diciembre de 2004, pero no
se amplía el plazo de vigencia de la ley 25.561, de
emergencia pública y reforma del régimen cambiario,
debido a lo cual, la renegociación sería resuelta fuera
de los plazos, el control y las condiciones que di-
cha ley establece.

En el citado proyecto de ley, se indica que el Po-
der Ejecutivo remitirá las propuestas de acuerdos
de renegociación a una comisión bicameral de se-
guimiento inexistente, puesto que la comisión crea-
da por el artículo 20 de la ley 25.561, finaliza su ac-
tuación el 10 de diciembre de 2003, y el mencionado
proyecto no prevé su prórroga.

Por tales motivos, resulta necesario prorrogar
hasta el 31 de diciembre de 2004 la vigencia de los
artículos 1, 8, 9, 10, 13 y 20 de la ley 25.561.

Además, se incorpora al texto del artículo 9 de la
ley 25.561, la indicación de que el costo cambiario
producto del endeudamiento en monedas extranje-
ras será asumido por las empresas como riesgo em-
presario evitando así que sean los usuarios quie-
nes afronten costos empresarios que no se
relacionan con la prestación del servicio.

Asimismo, se establece que no podrá celebrarse
ningún tipo de acuerdo con empresas que tengan
pendientes reclamos contra Estado nacional fuera
del proceso de renegociación ante tribunales nacio-
nales y/o tribunales arbitrales internacionales y/o

de cualquier otra especie, a fin de asegurar que los
usuarios no deban afrontar como contribuyentes,
las aventuras judiciales de las empresas.

La participación de los usuarios constituye un
imperativo de carácter constitucional que no admi-
te más demora, por lo cual se establece que el proce-
so de renegociación realizado por el Poder Ejecutivo
deberá incluir en la Unidad de Renegociación y Aná-
lisis de Contratos de Servicios Públicos la participa-
ción de un representante de los usuarios elegido de
común acuerdo por las asociaciones de defensa de
usuarios y consumidores.

Las propuestas de acuerdos de renegociación de
contratos realizadas por el Poder Ejecutivo nacional
deberán ser ratificadas por ley del Congreso, previa
realización de audiencias públicas a fin de producir
prueba y preguntas recíprocas entre las partes inte-
resadas, garantizando así la amplitud de debate.

Además, al ratificar por ley del Congreso las
renegociaciones llevadas acabo por el Estado y las
prestadoras, se evitará repetir errores producidos en
los últimos años en sucesivas renegociaciones, que
por no estar claramente establecidas en el marco le-
gal, permitieron que las empresas de servicios públi-
cos aumenten sus tarifas por sobre lo establecido en
los contratos de concesión y en los marcos
regulatorios y se indexarán por índices de precios ex-
tranjeros en perjuicio de los usuarios de todo el país.

Por lo expuesto, recomendamos la sanción del
presente proyecto de ley.

Héctor T. Polino. – Elsa S. Quiroz. – María
A. González. – Rubén H. Giustiniani. –
Margarita O. Jarque. – Fernando C.
Melillo. – Rodolfo Rodil.
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